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Quito, D.M., 14 de febrero de 2025 
 

CASO 795-21-EP 

 

EL PLENO DE LA CORTE CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR, 

EN EJERCICIO DE SUS ATRIBUCIONES CONSTITUCIONALES Y 

LEGALES, EMITE LA SIGUIENTE 

 

SENTENCIA 795-21-EP/25 

 

Resumen: La Corte Constitucional analiza una posible vulneración del derecho a la seguridad 
jurídica, en una sentencia emitida por la Corte Provincial de Justicia de Pichincha, dentro de una 
acción de protección. Tras el análisis, acepta la demanda al constatar que, se vulneró la seguridad 
jurídica al inobservar la sentencia constitucional 3-19-CN/20 y sus efectos retroactivos. 

 

1. Antecedentes Procesales 

 

1. El 12 de febrero de 2021, Juan Leonardo Tipán Valencia (el “accionante”) presentó 
una acción extraordinaria de protección en contra de la sentencia de 19 de enero de 
2021 dictada por la Sala Especializada de la Familia, Niñez, Adolescencia y 
Adolescentes Infractores de la Corte Provincial de Justicia de Pichincha (la “Sala 

Provincial”), dentro de un proceso de acción de protección, cuyos antecedentes se 
detallan a continuación.1 

   
2. El 2 de septiembre de 2020, el accionante presentó una demanda de acción de 

protección en contra del Consejo de la Judicatura, impugnando su destitución como 
juez Décimo de Garantías Penales de Pichincha encargado.2 La causa fue signada con 
el número 17572-2020-00256.  

                                                 
1 La Sala de Admisión de la Corte Constitucional, conformada en aquel entonces por los ex jueces 
constitucionales Ramiro Avila Santamaría y Hernán Salgado Pesantes; y el juez constitucional Alí Lozada 
Prado, mediante auto de 6 de mayo de 2021, admitió a trámite la acción extraordinaria de protección 795-
21-EP. El 10 de febrero de 2022, se posesionaron los nuevos jueces y jueza de la renovación parcial de la 
Corte Constitucional. De conformidad con el sorteo efectuado por el Pleno de la Corte Constitucional en 
sesión de 17 de febrero de 2022, la sustanciación de la mencionada causa correspondió al juez constitucional 
Jhoel Escudero Soliz, quien avocó conocimiento de la presente causa mediante providencia de 20 de 
diciembre de 2024 y solicitó a la Sala Especializada de la Familia, Niñez, Adolescencia y Adolescentes 
Infractores de la Corte Provincial de Justicia de Pichincha que presente un informe motivado sobre los 
argumentos de la presente acción extraordinaria de protección. 
2 El accionante en su demanda señala que: “ con fecha 22 de agosto de 2012, el director Provincial de 
Control Disciplinario en aquel tiempo, avocó conocimiento de la investigación que de OFICIO, esta oficina 
implantó en su contra dentro del expediente disciplinario No. MOT-1074-SNCD-013-AS, basados en el 
artículo 109 # 7 del Código Orgánico de la Función Judicial, por otorgar medidas sustitutivas a la prisión 
preventiva dentro del juicio 17260-2012-341 por un presunto delito contra la vida, mismo que una vez 
revisado el expediente judicial pudo verificar que no existían indicios de culpabilidad y atendiendo a lo 
solicitado por fiscalía, quien pedía se le otorgue las medidas sustitutivas a favor del presunto causante; en 
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3. El 20 de octubre de 2020, el juez de la Unidad Judicial de Violencia Contra la Mujer 

y la Familia 2 con sede en el cantón Quito negó la demanda.3 El accionante apeló. 
 
4. El 19 de enero de 2021, la Sala Provincial rechazo el recurso de apelación.4 
 

2. Competencia 

 

5. El Pleno de la Corte Constitucional del Ecuador (“CRE”) es competente para conocer 
y resolver la presente acción extraordinaria de protección de conformidad con lo 
previsto por los artículos 94 y 437 de la Constitución de la República del Ecuador, 58 
y siguientes, así como el 191 numeral 2.d de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional. (“LOGJCC”) 

 
3. Argumentos de los sujetos procesales 

 

a.Fundamentos y pretensión del accionante 

 

6. El accionante señala que se vulneraron sus derechos a la defensa, tutela judicial 
efectiva y la seguridad jurídica. Por ello, pretende que se acepte su acción 
extraordinaria de protección y se repare la vulneración, planteando los siguientes 
cargos.  

                                                 
atención a lo dispuesto en el art. 167 # 1 del Código de Procedimiento Penal, ordena las medidas 
sustitutivas. 
3 La Unidad Judicial  consideró que dado que el acción previo a la AP, presentó una demanda contenciosa-
administrativa que fue abandonada no se aplicaría los efectos retroactivos de la sentencia 3-19-CN/20, así 
indicó : “la retroactividad de la ley por excepción se aplicará y tendrá efectos jurídicos para los casos en 
que ANTES de la publicación de la sentencia constitucional se haya presentado una acción y que la misma 
obviamente no haya sido resuelta o esté pendiente de resolver, pues digo esto, ya que el Consejo de la 
Judicatura solicitó ampliación y aclaración de la sentencia y la Corte en auto de fecha 04 de septiembre del 
2020, en el punto 86 respecto a esta solicitud de ampliación sobre estas causas y la retroactividad, ha 
manifestado y cito: en aquellas que “…causaron estado en sede administrativa y/o ejecutoria en sede 
judicial”. En el presente caso y por efectos del ABANDONO y consecuente ARCHIVO DE LA CAUSA, 
al no haberse apelado se encuentra ejecutoriada en legal y debida forma. Por lo que no me corresponde 
entrar a analizar si el abandono ejecutoriado fue por negligencia, acción u omisión del accionante o de los 
accionados, consecuentemente, el segundo requisito que exige la Corte Constitucional para que proceda la 
aplicación de la sentencia 3-19 CN/20 en la presente causa no se ha cumplido, pues el accionante ya no 
tiene recursos o acciones pendientes por resolver con fecha anterior al dictamen o fallo constitucional”. 
(Énfasis en el original) 
4 La Sala indicó que: “De modo que no se observa que la decisión adoptada en el sumario administrativo 
por el que se ha destituido al funcionario, carezca de motivación, pues en ella se han expuesto los 
antecedentes del caso, y las razones de hecho y de derecho por las cuales la autoridad nominadora ha tomado 
la máxima sanción al servidor, que fue la destitución del cargo; hay que señalar que, la acción de 
protección  no es un medio procesal idóneo para examinar el mérito de las pruebas que el recurrente ha 
evacuado en el sumario administrativo, pues esa es una discusión de legalidad que debió tener lugar en la 
vía jurisdiccional ordinaria y no en la constitucional. Por lo que no puede aceptarse ninguno de los 
argumentos que han servido de base para la impugnación de la sentencia denegatoria”. 
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7. El accionante sostuvo que la falta de notificación del informe motivado vulneró su 

derecho a tutela judicial efectiva y el derecho a la defensa, así manifestó: 
 

En el proceso administrativo no existe constancia de que se me haya notificado el informe 
motivado, por lo cual se limitó mi derecho a la defensa. La opinión de la Sala es de que 
se trata de "actos de simple administración". [El] elemento diferencial del acto de simple 
administración respecto del acto administrativo, es que el primero produce "efectos 
jurídicos...de forma indirecta". Por ello, el artículo 122 del COA establece que el informe 
aporta o dictamen elementos "de opinión o juicio" para la formación de la voluntad 
administrativa (que genera el acto administrativo). No obstante, la sentencia 234-18-SEP-
CC, a criterio de la Corte, es, en realidad, un acto que genera efectos jurídicos directos, 
pues camufla una sanción previa que, únicamente, es confirmada en la mayoría de los 
casos por el Pleno del Consejo de la Judicatura. Además, considera que este informe tiene 
"fuerza probatoria", y que puede afectar la estabilidad de los funcionarios, por lo cual es 
necesario garantizar su notificación previa a la resolución del Pleno.  

 

8. Menciona que se vulnera el derecho a la seguridad jurídica, por la inobservancia de un 
precedente constitucional, según se explica: 

 
Mi demanda de protección fue presentada el 2 de septiembre de 2020, por lo cual estoy 
dentro del tiempo de aplicación retroactiva de la sentencia 3-19-20/CN de la Corte 
Constitucional, su auto de aclaración y su fe de erratas. Por consiguiente, como no existe 
constancia de que se solicitó la declaratoria previa jurisdiccional del juez de alzada sobre 
el supuesto error inexcusable, el efecto retroactivo del acápite 113.10 de la sentencia 
referida es plenamente aplicable en mi acción de protección, aunque la acción 
administrativa haya sido abandonada. 
 

b.Contestación de la Sala Especializada de la Familia, Niñez, Adolescencia y 

Adolescentes Infractores de la Corte Provincial de Justicia de Pichincha 

 

9. Mediante escrito de 20 de mayo de 2021, Ana Teresa Intriago Ceballos, Paquita 
Marjoe Chiluiza Jácome y Darwin Eugenio Aguilar Gordon, jueces de la Sala 
Provincial en lo especificó informaron: 

 
[…] El argumento principal del impugnante, es que se le negó el derecho de apelar del 
informe motivado ante el Pleno del Consejo de la Judicatura, tal como aparece en el 
numeral 66 (fs. 32 vta.) del memorial de la acción extraordinaria de protección. El informe 
motivado no obliga de ninguna manera al Pleno del Consejo de la Judicatura, el que como 
cuerpo colegiado está obligado a examinar el mérito de lo actuado, no constituye una 
decisión final, pues no decide nada en esencia y corresponderá al Pleno del Consejo de la 
Judicatura como órgano de disciplina de la Función Judicial tomar la decisión final que 
corresponda.  
 
Así también señala “es importante manifestar que el hoy recurrente, inició un proceso en 
la competencia jurisdiccional contencioso administrativo mediante recurso subjetivo o de 
plena jurisdicción, el que se admitió a trámite con el respectivo auto de calificación, una 
vez practicada la citación, el Consejo de la Judicatura presentó la respectiva contestación, 
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pero, por inactividad del accionante fue declarado en abandono, ordenándose el archivo 
del expediente. Para concluir, no encontramos vulnerado ningún derecho constitucional 
del hoy impugnante en tal virtud la sentencia fue negativa a sus pretensiones, el Tribunal 
ha resuelto conforme lo aportado en el proceso y de conformidad con la normativa 
aplicable a esta decisión”.5 
 

4. Planteamiento y resolución de los problemas jurídicos 
 

10. El planteamiento central del accionante (párr. 8 supra) consiste en que la Sala 
Provincial no observó que su demanda de acción de protección fue presentada el 2 de 
septiembre de 2020, por lo cual estaría dentro del tiempo de aplicación retroactiva de 
la sentencia 3-19-20/CN de la Corte Constitucional y su auto de aclaración. 

 
11. Por otra parte, se observa que los argumentos del accionante relativos a la presunta 

vulneración a la tutela judicial efectiva y al derecho a la defensa (párr. 7 ut supra) por 
la falta de notificación del informe motivado que, a su criterio, la Sala lo consideró 
como acto de simple administración, en realidad, se fundamentan en el desacuerdo del 
accionante con el razonamiento jurídico de la judicatura accionada y, 
consecuentemente, con la conclusión a la cual arribó en su sentencia. Por tanto, el 
cargo apunta, en esencia, a cuestionar una supuesta incorrección del razonamiento 
judicial, pretendiendo que se examine el fondo de la resolución para su corrección y, 
así, obtener una sentencia distinta a la emitida. 

 
12. Al respecto, este Organismo ya ha señalado6 que la acción extraordinaria de protección 

no es apta para corregir el razonamiento de la judicatura accionada o subsanar 
inconformidades,7 pues a esta Corte no le corresponde pronunciarse sobre la (in) 
corrección de las decisiones impugnadas8 y, solo excepcionalmente9 y de oficio,10 en 
acciones extraordinarias de protección derivadas de procesos de garantías 
jurisdiccionales, se puede revisar lo resuelto sobre el conflicto materia del proceso de 
origen.11 Consecuentemente, este Organismo opta por descartar el análisis del referido 
cargo. 

                                                 
5 El accionante presento una demanda contenciosa administrativa con la que impugnó resolución expedida 
el 16 de mayo del 2014 dentro del expediente disciplina MOT-1074-SNCD-013-AS, proceso signado con 
el número 17811-2014-0215G. El 22 de agosto de 2018 el Tribunal Distrital de lo Contencioso 
Administrativo con sede en el Distrito Metropolitano de Quito, provincia de Pichincha declaró el abandono 
de la causa en razón del paso del tiempo transcurrido por inacción en la causa. 
6 Ver, por ejemplo: CCE, sentencia 1121-18-EP/23, 16 de agosto de 2023, párr. 14. 
7 CCE, sentencia 2096-17-EP/23, 12 de julio de 2023, párr. 41. 
8 CCE, sentencias 274-13-EP/19, 18 de octubre de 2019, párr. 47; 886-18-EP/23, 02 de agosto de 2023, 
párr. 28. 
9 CCE, sentencia 176-14-EP/19, 16 de octubre de 2019, párr. 55-56. 
10 Por decisión de esta Corte Constitucional y con independencia de los argumentos formulados en la 
demanda de acción extraordinaria de protección (CCE, sentencia 533-15-EP/23, 21 de junio de 2023, 
párr. 15). 
11 CCE, sentencia 176-14-EP/19, 16 de octubre de 2019, párr. 52-65. 
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13. En ese sentido, para atender el cargo propuesto, la Corte analizará el siguiente 

problema jurídico:  
 

4.1¿La sentencia de la Corte Provincial, vulneró el derecho a la seguridad 

jurídica del accionante por inobservar los efectos retroactivos dispuestos en 

la sentencia constitucional 3-19-CN/20? 

 
14. En el siguiente apartado, la Corte sostendrá que la Sala Provincial inobservó la 

sentencia 3-19-CN/20 en la resolución de la causa, sin considerar el tiempo de 
aplicación retroactiva de esta sentencia. 

 
15. El artículo 82 de la Constitución de la República establece lo siguiente: “El derecho a 

la seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia 
de normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades 
competentes”. 

 
16. Este derecho comprende, entonces, tanto un ámbito de certidumbre como de 

previsibilidad en las relaciones jurídicas, en sometimiento a la Constitución y demás 
normas que integran el ordenamiento jurídico, para impedir la arbitrariedad en las 
actuaciones de quienes ejercen el poder público. Estos elementos se expresan en todo 
ámbito en el que este derecho es ejercido. Así, se genera certidumbre, garantizando un 
grado de estabilidad respecto a la situación jurídica, por ejemplo, en razón de los 
hechos ocurridos en el pasado. También, se produce previsibilidad, permitiendo 
expectativas legítimas sobre cómo el derecho deberá ser aplicado e interpretado, en el 
futuro, por parte de las autoridades para determinar las consecuencias de los actos.12 

 
17. En la presente causa, el accionante alega que la Sala inobservó la sentencia 3-19-

CN/20. Esta sentencia sería aplicable a su caso al encontrarse dentro del tiempo de 
aplicación retroactiva. Con este contexto, corresponde determinar en el caso concreto 
si la Corte Provincial inobservó la sentencia 3-19-CN/20 emitida por la Corte 
Constitucional y sus efectos. 

 
18. Como ha razonado previamente esta Magistratura, la sentencia 3-19-CN/20 emitida el 

29 de julio de 2020 y publicada en la Edición Constitucional 77 del Registro Oficial 
del 07 de septiembre de 2020, determinó sobre el numeral 7 del artículo 109 del COFJ 
una constitucionalidad condicionada y el ámbito de actuación del Consejo de la 
Judicatura para su aplicación.  Así, en aquella se determinó que: 

                                                 
12 CCE, dictamen 1-24-RC/24, 24 de enero de 2024, párr. 51; y, sentencias 361-17-EP/22, 14 de septiembre 
de 2022, párr. 27; 161-12-EP/20, 22 de julio de 2020, párr. 39; 081-17-SEP-CC, caso 1598-11-EP, 29 de 
marzo de 2017 p. 8-9. 
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[…] para la aplicación conforme a la Constitución del numeral 7 del artículo 109 [del 
COFJ], solo un juez o tribunal puede declarar la existencia de dolo, manifiesta negligencia 
o error inexcusable de un juez o jueza, fiscal o defensor público. La facultad correctiva 
de los jueces establecida en el numeral tres del artículo 131 […] del COFJ deberá, por 
tanto, entenderse como un requisito sine qua non para la aplicación conforme a la 
Constitución del numeral 7 del artículo 109 del COFJ. 108. Esta declaración 
jurisdiccional previa es indispensable como precondición a todo sumario administrativo 
por dolo, manifiesta negligencia o error inexcusable, contra un juez o jueza, fiscal o 
defensor público, independientemente de si dicho sumario se inicia teniendo por 
antecedente una queja o denuncia, conforme con el COFJ […] y según los lineamientos 
contenidos en esta sentencia.13 

 

19. Adicionalmente, se estableció que: 
 

112. La presente interpretación conforme a la Constitución del numeral 7 del artículo 109 
del COFJ tendrá en general efectos hacia futuro, para todos los procesos disciplinarios 
tramitados por el CJ en relación con esta disposición. Se exceptúan exclusivamente los 
procesos contencioso-administrativos y las acciones ordinarias y extraordinarias de 
protección, que se encuentren sustanciándose, en que los jueces o juezas, fiscales y 
defensores públicos hayan impugnado su destitución, por aplicación de la norma 
consultada, y que hayan sido propuestos con fecha anterior a la de la presente sentencia.  

 

20. Con ese sentido, en el decisorio 10 de su parte resolutiva, se fijó que: 
 

La presente sentencia tendrá efectos retroactivos exclusivamente en los casos de 
presentación,  anterior a la fecha de publicación de la presente sentencia, de una acción 
de protección u otra garantía constitucional o de una acción contencioso administrativa  
por parte de un juez, fiscal o defensor público  destituido por el CJ en aplicación del 
artículo 109 numeral 7 del COFJ,  sin que previa a esta decisión administrativa se haya 
realizado una declaración jurisdiccional del supuesto dolo, negligencia manifiesta o error 
inexcusable. 

 
21. En atención a lo citado, se examinará si, en el caso concreto, se cumplen los siguientes 

supuestos:  
 

(i) que exista una presentación de una garantía constitucional o una acción contencioso 
administrativa, fundamentada en que el Consejo de la Judicatura no realizó una 
declaración jurisdiccional previa de supuesto dolo, negligencia manifiesta o error 
inexcusable con base en el artículo 109 numeral 7 COFJ, anterior a la fecha de la 
publicación de la sentencia 3-19-CN/20; (ii) que en el caso en análisis se haya declarado 
la existencia de dolo, manifiesta negligencia o error inexcusable sin una declaratoria 
jurisdiccional previa ; y, (iii) que en la decisión emitida sobre la garantía constitucional o 
la acción contencioso administrativa no se haya tomado en cuenta lo establecido en la 
sentencia 3-19-CN/20 ni sus efectos. En consecuencia, si se cumplen estos presupuestos, 

                                                 
13 CCE, sentencia 1976-20-EP/24 
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se vulneraría el derecho a la seguridad jurídica al inobservar lo establecido en la sentencia 
3-19-CN/20 y sus efectos.14 

 
22. Respecto del supuesto (i) El 2 de septiembre de 2020 (esto es, antes del  07 de 

septiembre de 2020 fecha de publicación en el Registro Oficial de la sentencia 3-19-
CN/20), se presentó una garantía constitucional jurisdiccional de tipo acción de 
protección  por parte del accionante —Juan Leonardo Tipán Valencia— quien fue juez 
Décimo de Garantías Penales de Pichincha  hasta que fue destituido tras un sumario 
administrativo del Consejo de la Judicatura, al declararlo “responsable de la infracción 
disciplinaria tipificada y sancionada en el numeral 7 del artículo 109 del Código 
Orgánico de la Función Judicial”. Al 07 de septiembre de 2020 no se había emitido 
una resolución para la acción interpuesta por Juan Leonardo Tipán Valencia. Toda vez 
que, la Unidad Judicial dictó sentencia negando la acción en fecha 20 de octubre de 
2020, decisión que fue ratificada por la Sala de Corte Provincial el 19 de enero de 
2021. Por lo tanto, se cumple el presupuesto (i). 

 
23. Sobre el supuesto (ii) Para la destitución del accionante, se verifica que el Pleno del 

Consejo de la Judicatura mediante resolución EXPEDIENTE DISCIPLINARIO 
MOT-1074-SNCD-013-AS declaró que el juez, Juan Leonardo Tipán Valencia, actuó 
con manifiesta negligencia pero lo hizo sin contar con una declaración jurisdiccional 
previa de manifiesta negligencia con los parámetros  establecidos en la sentencia 3-
19-CN/20.15 En consecuencia, se verifica el cumplimiento del segundo presupuesto, 
dado que el Consejo de la Judicatura destituyó al accionante al considerar que era 
responsable de las infracciones establecidas en el numeral 7 del artículo 109 del 
Código Orgánico de la Función Judicial, esto es, manifiesta negligencia, sin que exista 
una declaratoria jurisdiccional previa. 

 
24. Respecto del supuesto (iii) conforme se verifica del contenido de la sentencia 

impugnada de acción de protección, la Corte Provincial citó en su análisis la sentencia 
3-19-CN/20, sin embargo, no consideró sus efectos retroactivos respecto de acciones 
de protección pendientes de resolución, pues los jueces no consideraron los cargos de 
la acción de protección, pero sí un recurso subjetivo previo, así señalaron que:  

 
[…] no ha querido manifestar la Corte Constitucional que todos los sumarios 
administrativos en los que se ha sancionado por error inexcusable a los funcionarios 
judiciales han quedado automáticamente sin efecto y sin ningún valor, sino a aquellos 
pendientes de decisión, en el caso, el recurrente presentó una acción contencioso 
administrativo que quedó abandonada por el transcurso del tiempo, por lo que no puede 
decirse que estuviera pendiente. La sentencia se dictó con fecha 29 de Julio del 2020 y se 
publicó en el portal web de la Corte Constitucional el 21 de agosto de 2020. 

                                                 
14  CCE, sentencia 1976-20-EP/24, 23 de mayo de 2024, párr. 37 
15 Fojas 649. 
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25. Sobre este punto, esta Magistratura enfatiza que las juezas y jueces constitucionales 

tienen la obligación o deber judicial de realizar un análisis del caso concreto de los 
hechos puestos a su conocimiento (en este caso el expediente administrativo) para 
determinar si ha existido o no una vulneración de derechos contemplados en la 
Constitución.  
  

26. Por tanto, se constata el cumplimiento de todos los presupuestos antes establecidos y, 
con ello, se verifica la vulneración del derecho a la seguridad jurídica reconocido en 
el artículo 82 de la CRE del accionante, en los términos que la autoridad judicial 
inobservó los contenidos obligatorios del decisorio 10 de la sentencia 3-19-CN/20 
emitida por la Corte Constitucional y sus efectos, para este caso, retroactivos, sobre la 
constitucionalidad condicionada del numeral 7 del artículo 109 del COFJ, según lo 
cual, para el eventual inicio de un sumario administrativo disciplinario, se requiere una 
declaratoria jurisdiccional previa debidamente motivada. 

 
5. Decisión 

 
En mérito de lo expuesto, administrando justicia constitucional y por mandato de la 
Constitución de la República del Ecuador, el Pleno de la Corte Constitucional resuelve: 
 

1. Aceptar la acción extraordinaria de protección 795-21-EP. 
 
2. Declarar que la sentencia de 19 de enero de 2021 emitida por la Sala 

Especializada de la Familia, Niñez, Adolescencia y Adolescentes Infractores de 
la Corte Provincial de Justicia de Pichincha violó el derecho a la seguridad 
jurídica. 

 
3. Como medida de reparación se dispone: 

 
a. Dejar sin efecto la sentencia de segunda y última instancia emitida en la 

acción de protección 17572-2020-00256, dictada por los jueces de la Sala 
Especializada de la Familia, Niñez, Adolescencia y Adolescentes 
Infractores de la Corte Provincial de Justicia de Pichincha. 

 
b. Devolver el expediente del proceso 17572-2020-00256 a la Sala 

Especializada de la Familia, Niñez, Adolescencia y Adolescentes 
Infractores de la Corte Provincial de Justicia de Pichincha, para que otro 
Tribunal de la misma Corte, designado por sorteo, conozca la acción de 
protección en segunda instancia. 
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4. Notifíquese y cúmplase. 
 
 
 
 
 

Alí Lozada Prado 
PRESIDENTE 

 

Razón: Siento por tal, que la sentencia que antecede fue aprobada por el Pleno de la Corte 
Constitucional con nueve votos a favor de los jueces constitucionales Karla Andrade 
Quevedo, Alejandra Cárdenas Reyes, Carmen Corral Ponce, Jhoel Escudero Soliz, 
Enrique Herrería Bonnet, Alí Lozada Prado, Teresa Nuques Martínez, Richard Ortiz Ortiz 
y Daniela Salazar Marín, el viernes 14 de febrero de 2025, en la continuación de la sesión 
jurisdiccional ordinaria de jueves 13 de febrero de 2025.- Lo certifico. 

 
Firmado electrónicamente 

Aída García Berni 
SECRETARIA GENERAL 

ALI VICENTE 

LOZADA PRADO

Firmado digitalmente 

por ALI VICENTE 

LOZADA PRADO



AIDA SOLEDAD GARCIA BERNI
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RAZÓN.- Siento por tal, que el texto de la sentencia que antecede fue suscrito el día

miércoles diecinueve de febrero de dos mil veinticinco, luego del procesamiento de las

observaciones recogidas en la sesión respectiva.- Lo certifico.-
 

 
 

 
 

 
 

 
 

Documento firmado electrónicamente. 

 

AIDA SOLEDAD GARCIA BERNI 

SECRETARIA GENERAL DE LA CORTE CONSTITUCIONAL
 

79521EP-7a1aa



AIDA SOLEDAD GARCIA BERNI
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Quito, D.M., 06 de febrero de 2025 
 

CASO 2281-21-EP 
 

EL PLENO DE LA CORTE CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR, 

 EN EJERCICIO DE SUS ATRIBUCIONES CONSTITUCIONALES Y 

LEGALES, EMITE LA SIGUIENTE  

 

SENTENCIA 2281-21-EP/25   
 
Resumen: La Corte Constitucional acepta una acción extraordinaria de protección presentada 
en contra de un auto que declaró el abandono del recurso de apelación y del auto que ratificó la 
declaratoria de abandono. La Corte verifica que los autos impugnados vulneraron el derecho a 
la tutela judicial efectiva en el componente de acceso a la justicia, y al derecho de defensa, 
porque la Sala Provincial no indicó a las partes procesales los detalles de conexión en la 
providencia de convocatoria de la audiencia y trasladó la carga a las partes procesales, en el 
contexto de la pandemia de la Covid-19. Asimismo, la Sala Provincial, previo a declarar el 
abandono de la impugnación, no verificó la existencia de comunicaciones pendientes de 
respuesta o de potenciales intentos de ingreso a la sala de reunión telemática, así como no 
examinó a quién le era atribuible el acto u omisión que provocó el abandono. En consecuencia, 
dado que la restitución de los derechos de Arbey Herminsul Pino Yatacue, al momento anterior 
a la vulneración, no es una medida de reparación idónea, se considera a esta sentencia como 
una medida de reparación en sí misma y además se disponen otras medidas.  

 

1. Antecedentes procesales 

 
1. El 2 de septiembre de 2021, la defensora pública María Belén Páez Lasso, en 

representación de Arbey Herminsul Pino Yatacue (“accionante”), presentó una 
demanda de acción extraordinaria de protección, ante este Organismo, en contra de los 
autos de 15 de julio de 2021 y 30 de julio de 2021 emitidos por la Sala Especializada 
de lo Penal, Penal Militar, Penal Policial, y Tránsito de la Corte Provincial de Justicia 
del Azuay (“Sala Provincial”), dentro de un proceso de cómputo de pena signado con 
el número 01283-2018-01061G. La acción extraordinaria de protección fue signada 
con el número 2281-21-EP, cuyos antecedentes procesales se narran a continuación.1 

 

                                                 
1 El 19 de noviembre de 2021, el Tribunal de la Sala de Admisión de la Corte Constitucional, conformado 
por el entonces juez constitucional Ramiro Ávila Santamaría, el juez constitucional Enrique Herrería 
Bonnet, y la jueza constitucional Daniela Salazar Marín, por mayoría, admitió a trámite la causa signada 
con el número 2281-21-EP y dispuso que la Sala Provincial accionada remita el informe de descargo 
correspondiente. El 10 de febrero de 2022, en virtud de la renovación parcial de la Corte Constitucional, 
fueron posesionados los nuevos jueces y jueza: Jhoel Escudero Soliz, Richard Ortiz Ortiz y Alejandra 
Cárdenas Reyes. De conformidad con el sorteo efectuado por el Pleno de la Corte Constitucional en sesión 
de 17 de febrero de 2022, la sustanciación de la presente causa correspondió al juez constitucional Jhoel 
Escudero Soliz, quien, mediante providencia de 13 de diciembre de 2024, avocó conocimiento de la causa.  
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2. El 23 de enero de 2018, Arbey Herminsul Pino Yatacue (“solicitante”) presentó una 
solicitud de cómputo de la pena de conformidad con el artículo 667 del Código 
Orgánico Integral Penal (“COIP”). Mediante auto de 9 de abril de 2018, el juez de 
garantías penitenciarias de la Unidad Judicial Penal de Cuenca (“Unidad de 

Garantías Penitenciarias”) resolvió acumular las penas impuestas al solicitante.2 
Frente a lo cual, la accionante mediante escrito presentado el 12 de octubre de 2020 
pidió que se revise el cómputo de la pena.3 

 
3. El 21 de diciembre de 2020, la Unidad de Garantías Penitenciarias negó lo solicitado 

con base en lo resuelto en la acción de hábeas corpus presentada por la accionante4 y 
señaló que, “(…) cualquier insistencia de desacatar esta resolución ejecutoriada de la 
H. Corte de Justicia del Azuay, será sancionada conforme manda la ley, siendo ya un 
incidente que ha pasado por autoridad de cosa juzgada; por lo que, se niega la 
improcedente petición de la Defensora Pública de reformar el cómputo de la pena”. 

 
4. Tras una nueva petición de la accionante de reforma de cómputo de la pena, la Unidad 

de Garantías Penitenciarias convocó a audiencia telemática para discutir el incidente 
penitenciario de reforma del cómputo de la pena, la cual se realizó el 4 de mayo de 
2021. En auto de 12 de mayo de 2021, se redujo a escrito la decisión oral en la que la 
judicatura en cuestión observó que el cómputo ya fue impugnado -incluso 
planteándose una acción de hábeas corpus-, y resolvió que no ameritaba revisarlo dado 
que las circunstancias no habían cambiado. La Unidad de Garantías Penitenciarias 
agregó que el solicitante cumplía su pena el 26 de diciembre de 2021 y que “(…) la 
defensa del sentenciado mejor debió, como debe, realizar los trámites para lograr 

                                                 
2 Para el efecto, el juez de la Unidad de garantías penitenciarias, al amparo de lo dispuesto en el artículo 55 
del Código Orgánico Integral Penal sostuvo que el señor Pino Yatacue fue condenado a la pena privativa 
de libertad de 4 años dentro del juicio 16281-2015-00709, por el delito de tentativa de robo agravado; y a 
20 meses dentro del juicio 17282-2016-02352, por el delito de robo, habiendo perdido su libertad el 26 de 
abril de 2016; por lo que, dispuso que, “(…) se acumulan sus condenas hasta en cinco años con ocho meses; 
es decir, cumplirá sus penas impuestas en las antes referidas sentencias en diciembre 26 del 2021, fecha en 
que deberá ser puesto en libertad”.  
3 Así también, la accionante presentó una acción de hábeas corpus signada con el número 01132-2020-
00024, en contra del juez de la Unidad de Garantías Penitenciarias al considerar que existía un error en la 
acumulación del cómputo de penas impuesta al señor Pino Yatacue, pues una de las penas ya se había 
cumplido producto de lo cual se había emitido una boleta de excarcelación.  
4 Dentro de la acción de hábeas corpus, el 14 de octubre de 2020, el juez de la Unidad Judicial Especializada 
de Garantías Penitenciarias de Cuenca inadmitió la acción de hábeas corpus, al estimar que lo que hizo el 
juez de la Unidad de Garantías Penitenciarias era, “(…) aplicar el art. 55 del COIP, que es lo que 
corresponde al caso en concreto”. Asimismo, dispuso al juez de la Unidad de Garantías Penitenciarias, 
“remita a la brevedad que el caso amerita, hasta la oficina de sorteos de la Función Judicial del Azuay, el 
expediente penal del ciudadano Pino Yatacue Arbey Herminsul, a fin de que, mediante sorteo de ley, se 
radique la competencia en uno de los juzgados de Garantías Penitenciarias del Azuay para el control y 
supervisión de la ejecución de la pena impuesta en las sentencias motivo de la presente acción 
constitucional”. Frente a lo cual la accionante interpuso recurso de apelación. El 16 de noviembre de 2020, 
la Sala Especializada de la Familia, Niñez, Adolescencia y Adolescentes Infractores de la Corte Provincial 
de Justicia de Azuay negó el recurso de apelación y confirmó la sentencia de primer nivel. 
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acogerse al trámite semiabierto, en el que en el 2019, hubiera obtenido su libertad, e 
inclusive luego, el régimen abierto [sic]”. Frente a esta decisión, la accionante presentó 
recurso de apelación. 

 
5. El 8 de junio de 2021, la Sala Provincial convocó a audiencia pública a celebrarse el 

15 de julio de 2021. En auto de 15 de julio de 2021, la Sala Provincial resolvió declarar 
el abandono del recurso de apelación, toda vez que -sin justificación alguna- no 
comparecieron el solicitante ni su abogada defensora, de conformidad con el numeral 
8 del artículo 652 del COIP. Frente a lo cual, la accionante solicitó que se deje sin 
efecto el auto que declaró el abandono de la causa señalando que, pese a todas las 
acciones gestionadas para obtener el enlace de conexión, no obtuvo respuesta. 
También pidió que se señale un nuevo día y hora para que se realice la respectiva 
audiencia. 

 
6. En auto de 30 de julio de 2021, notificado el mismo día, la Sala Provincial ratificó su 

decisión de declarar el abandono del recurso señalando que: 
 
[e]n la especie la compareciente Ab. María Belén Páez Lasso, defensora técnica del 
privado de libertad Arbey Herminsul Pino Yatacue, no compareció en forma personal, ni 
a través de la plataforma zoom, como se constató por parte de las juezas y el juez a la 
verificación en el expediente de instancia, no existe petición alguna del privado de la 
libertad ni de su defensora para acceder a la plataforma virtual, y conforme a la razón 
sentada por la actuaria de la Sala Penal, por lo tanto no existe una justificación razonable 
para dar paso a lo solicitado por la peticionaria. 

 
2. Competencia 

 
7. El Pleno de la Corte Constitucional del Ecuador es competente para conocer y resolver 

la presente acción extraordinaria de protección de conformidad con lo previsto por los 
artículos 94 y 437 de la Constitución de la República del Ecuador (“CRE”); en 
concordancia con los artículos 58, 63 y 191 numeral 2 literal d) de la Ley Orgánica de 
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional (“LOGJCC”). 

 
3. Argumentos de las partes 

 
3.1Fundamentos y pretensión de la accionante 

 
8. La accionante pretende que se declare la vulneración de derechos a la defensa en sus 

garantías de no ser privado del derecho a la defensa en ninguna etapa del 
procedimiento, a ser escuchado en el momento oportuno y en igualdad de condiciones 
(art. 76.7.a y c de la CRE), y a la motivación (Art. 76.7. l de la CRE), al declararse el 
abandono del recurso de apelación al cómputo de pena.   
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9. La accionante respecto al auto impugnado de 30 de julio de 2021 señala que, “[l]a 
defensa técnica realizó todas las gestiones para conseguir el enlace y conectarse 
oportunamente a la audiencia; sin embargo, nunca tuvo información oportuna, clara 
por parte de los servidores judiciales, demostrando correos institucionales, capturas de 
mensajes y llamadas telefónicas (…)”. 

 
10. Sobre la supuesta vulneración del derecho a la defensa, la accionante añade que: 

 
(…) para fundamentar [la declaratoria de abandono] los accionados indican que ni 
siquiera mi representado se conectó, cuando la conexión es responsabilidad directa del 
CRS Turi, que incluso no he tenido contacto; los jueces accionados debieron realizar 
todas las acciones necesarias y evidenciar el motivo de no comparecencia de la persona 
privada de libertad, dejándole en indefensión a mi representado.  
 

11. La accionante respecto al auto de 15 de julio de 2021 argumenta que se vulneró el 
derecho a la defensa toda vez que: 

 
(…) los accionados resuelven declarar el abandono del recurso sin haber demostrado el 
motivo de no comparecencia de mi representado a la audiencia. La defensa técnica envió 
correos institucionales, llamadas, mensajes de whatsapp antes de la audiencia y jamás 
tuvo información por parte del personal judicial del enlace para conectarse y aún más que 
llamó a la Secretaría a las 08h32, la misma que fue rechazada por la Actuaría, contestando 
a las 08h36 manifestando que ya declararon el abandono.  

 
3.2Informe de descargo de la Sala Provincial accionada 

 

12. Mediante escrito de 15 de diciembre de 2021, la Sala Provincial accionada presentó su 
informe de descargo en el que manifestó que no existía la vulneración de derechos 
constitucionales alegados debido a que: 
 

(…) se fijó día y hora para que, la defensa de la persona privada de la libertad comparezca 
a fundamentar su recurso de apelación, convocatoria que se la realizó con la respectiva 
antelación, y teniendo además la facultad de creerlo pertinente, solicitar que su 
comparecencia se la cumpla a través de herramientas tecnológicas como el zoom, para lo 
cual previo requerimiento de parte, se le hubiese otorgado las credenciales respectivas, lo 
cual de las constancias procesales no existe. 

 
4. Planteamientos de los problemas jurídicos 

 
13. En relación con la presunta vulneración a la garantía de la motivación, la accionante 

se limita a invocarla sin desarrollar argumento alguno respecto a su vulneración.5 Por 

                                                 
5 La Corte Constitucional ha señalado que para identificar un argumento claro se debe verificar que exista: 
(i) una tesis o conclusión, en la que se afirme cuál es el derecho constitucional cuya vulneración se acusa; 
(ii) una base fáctica consistente en el señalamiento de cuál es la acción u omisión de la autoridad judicial 
que como consecuencia vulneró algún derecho; y, (iii) una justificación jurídica que muestre por qué la 
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lo que, ni aun haciendo un esfuerzo razonable, es posible identificar las actuaciones u 
omisiones concretas que habrían vulnerado de forma directa e inmediata los derechos 
invocados y se los descarta del análisis.6  
 

14. De los argumentos expuestos en la demanda, bajo el derecho de defensa, la alegación 
central de la accionante se dirige a que aun cuando realizó todas las gestiones para 
conseguir el enlace y conectarse oportunamente a la audiencia de fundamentación del 
recurso de apelación, nunca tuvo información oportuna, clara y detallada por parte de 
la Sala Provincial sobre la conexión a la audiencia para ejercer su derecho a la defensa 
en las garantías invocadas. Por su parte, la Sala Provincial considera que la notificación 
con la convocatoria a la audiencia se la hizo con antelación y de creerlo pertinente, la 
accionante debía previamente solicitar que su comparecencia se la cumpla a través de 
herramientas tecnológicas a fin de otorgarle las credenciales respectivas, sin que exista 
dicho requerimiento.  

 
15. En ese sentido, para atender los cargos y descargos propuestos, y además teniendo en 

cuenta que en otros casos frente a estas alegaciones la Corte ha analizado también el 
derecho a la tutela judicial efectiva,7 la Corte analizará el siguiente problema jurídico:  

 
¿La Sala Provincial vulneró el derecho a la tutela judicial efectiva en su 

elemento de acceso a la justicia y el derecho a la defensa porque declaró el 

abandono de la impugnación sin haber otorgado la información necesaria para 

que la accionante se conecte a la audiencia, en consecuencia, la falta de 

comparecencia no era atribuible a su negligencia? 

 

5. Resolución del problema jurídico 

 

16. En este apartado la Corte justificará que los autos impugnados vulneraron el derecho 
a la tutela judicial efectiva, en el componente de acceso a la justicia (75 CRE) y el 
derecho a la defensa (76.7.a y c. CRE), por cuanto la accionante alegó que la falta de 
comparecencia a la audiencia no fue por causas atribuibles a aquella ni a la persona 
sentenciada, la que se encontraba privada de su libertad, sino que la Sala Provincial no 
indicó a las partes procesales los detalles de conexión en la providencia de 
convocatoria de la audiencia y  trasladó esta negligencia a las partes procesales, en el 
contexto de la pandemia de la COVID-19.  
 

                                                 
acción u omisión judicial acusada vulnera el derecho en forma “directa e inmediata”. CCE, sentencia 1967-
14- EP/20, 13 de febrero de 2020, párr. 18. 
6 CCE, sentencia 1967-14-EP/20, 13 de febrero de 2020, párr. 21. 
7 Al respecto ver sentencia 2044-20-EP/24, 11 de julio de 2024, sentencia 2037-20-EP/24, 1 de agosto de 
2024, sentencia 3253-21-EP/24, 5 de septiembre de 2024 y sentencia 1231-21-EP, 19 de diciembre de 2024. 
7 CCE, sentencia 2037-20-EP/24, 01 de agosto de 2024, párr. 33 
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17. Asimismo, la Sala Provincial, previo a declarar el abandono de la impugnación, debía 
verificar la existencia de comunicaciones pendientes de respuesta o de potenciales 
intentos de ingreso a la sala de reunión telemática, así como examinar a quién le era 
atribuible el acto u omisión que provocó el abandono, sin que lo haya hecho. En 
consecuencia, la Sala Provincial no aseguró la presencia de la parte recurrente a la 
audiencia, al no proveerles los detalles de conexión para asistir a la audiencia en forma 
virtual, lo cual provocó que la accionante no haya podido conectarse a la misma, 
teniendo como consecuencia la declaratoria de abandono de la causa. 

   
18. Para iniciar el análisis del presente caso, es pertinente considerar que este Organismo 

ha dicho que el derecho a la defensa es un componente esencial del debido proceso, 
mediante el cual se garantiza que ninguna persona sea privada de los medios necesarios 
para reclamar y hacer respetar sus derechos dentro de un proceso en el que se 
determinen derechos y obligaciones. El pleno ejercicio del derecho a la defensa es 
indispensable durante la tramitación del procedimiento, porque de ello dependerá, en 
última instancia, el resultado del mismo.8 Entre las garantías que forman parte del 
derecho de las personas a la defensa se encuentran las que han sido alegadas como 
vulneradas por la accionante:  

 
a) Nadie podrá ser privado del derecho a la defensa en ninguna etapa o grado del 

procedimiento (artículo 76.7.a. CRE).  
 

c) Ser escuchado en el momento oportuno y en igualdad de condiciones (artículo 76.7.c. 
CRE). 

 
19. Esta Corte ha sostenido que el derecho a la defensa supone, “(…) iguales condiciones 

y oportunidades de las partes involucradas, a los efectos de ser debidamente escuchado 
(en actuaciones que involucren la presentación y control de pruebas, así como la 
interposición de recursos dentro de plazos o términos)”.9 Asimismo, este Organismo 
ha manifestado que se vulnera el derecho a la defensa cuando se causa indefensión, 
esto es: 

 

(…) cuando se le impide comparecer al proceso o a una diligencia determinante del 
mismo, a efectos de justificar sus pretensiones, excepciones, contradecir los argumentos 
que se presentaren en su contra; o, cuando pese a haber comparecido, no ha contado con 
el tiempo suficiente para preparar una defensa técnica adecuada; o igualmente cuando, en 
razón de un acto u omisión, el sujeto procesal, no ha podido hacer uso de los mecanismos 
de defensa que le faculta la ley, en aras de justificar sus pretensiones.10 
 

                                                 
8 CCE, sentencia 1298-17-EP/21, 22 de septiembre de 2021, párr. 32. 
9 CCE, sentencia 485-16-EP/21, 31de marzo de 2021, párr. 20. 
10 CCE, sentencia 192-15-EP/20, 16 de diciembre de 2020, párr. 34, 1391-14-EP/20, 29 de enero de 2020, 
párr. 14, 2913-17-EP/23, 09 de febrero de 2023, párr. 27. 
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20. Por lo tanto, la garantía de defensa impone a las autoridades judiciales el deber de no 
excluir a los sujetos procesales indebidamente del proceso.11  
 

21. De otro lado, el artículo 75 de la CRE reconoce el derecho constitucional que tiene 
toda persona “(…) a la tutela efectiva, imparcial y expedita de sus derechos e intereses, 
con sujeción a los principios de inmediación y celeridad; en ningún caso quedará en 
indefensión”. Al respecto, la jurisprudencia de esta Corte ha determinado de forma 
consistente que la tutela judicial efectiva se concreta en tres elementos: (i) al acceso a 
la administración de justicia; (ii) a un debido proceso judicial; y, (iii) a la ejecutoriedad 
de la decisión.12  

 
22. El derecho al acceso a la administración de justicia se concreta en el derecho a la acción 

y a tener respuesta a la pretensión. Se viola este derecho cuando existen barreras, 
obstáculos o impedimentos irrazonables al acceso a la administración de justicia, tales 
como barreras económicas (tasas desproporcionadas), burocráticas (exigencia de 
requisitos no establecidos en la ley o requisitos legales innecesarios), legales 
(requisitos normativos excesivos para ejercer la acción o plantear el recurso), 
geográficas (lejanía que impide el acceso) o culturales (desconocimiento de las 
particularidades de las personas que dificultan el acceso, como el idioma o la 
comprensión del proceso).13  

 
23. En el presente caso, la accionante alega que la inasistencia a la audiencia de 

fundamentación del recurso de apelación se debió a que: i) no obtuvo la información 
del enlace para poder conectarse a la audiencia y ii) su ausencia se debió a situaciones 
que no le serían atribuibles a la accionante, sino a la Sala Provincial. Al respecto, la 
Corte Constitucional ha dicho que: 

 
(…) los medios digitales son idóneos para el desarrollo y protección de los derechos del 
debido proceso y principio de igualdad de armas, por lo que se constituyen en 
herramientas que se han desarrollado con el criterio de adecuación constitucional, sobre 
todo cuando sirven para no paralizar el sistema de justicia como ocurrió durante la 
pandemia COVID-19, así como, para eliminar barreras de accesibilidad al sistema de 
justicia. Si bien las herramientas son necesarias para lograr la consecución de fines 
constitucionales, también deben ser utilizadas de forma adecuada a fin de que no se 
conviertan en un pretexto para impedir el ejercicio de derechos (…).14  
 

24. Además, esta Corte en el marco del derecho a la tutela judicial efectiva en el 
componente de acceso a la justicia, sostuvo que si bien en el contexto de la crisis 
sanitaria provocado por la pandemia de COVID-19, las autoridades judiciales podían 

                                                 
11 CCE, sentencia 987-15-EP/20 de 18 de noviembre de 2020, párr. 37. 
12 CCE, sentencia 889-20-JP/21, 10 de marzo de 2021, párr. 110.   
13 Ibid, párr. 113.   
14 CCE, sentencia 2044-20-EP/24, 11 de julio de 2024, párr. 20. 
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requerir mayor apoyo a las unidades administrativas y la coordinación a las partes 
procesales para su comparecencia a las audiencias, esto no significaba que: 
 

(…) los jueces puedan deslindarse de su responsabilidad como directores del proceso, en 
virtud de la cual deben supervisar las actuaciones delegadas…(por lo que) previo a tomar 
una decisión que tenga el potencial de afectar los derechos del accionante, como una 
declaratoria de abandono del recurso, corresponde que las autoridades judiciales 
verifiquen la existencia de comunicaciones pendientes de respuesta y de potenciales 
intentos de ingreso a la sala de reunión telemática (…)”.15 

 
25. En esa línea, esta Corte respecto a la declaratoria de abandono de un recurso, ha 

establecido que cuando un juzgador resuelve declararla previamente debe: “i) revisar 
a quién le era atribuible el acto u omisión que provocó el abandono; y, ii) identificar 
que haya existido una oportuna respuesta a las solicitudes o justificaciones de las partes 
que resulten pertinentes para resolver el asunto relacionado con la declaratoria de 
abandono”.16 Así, este Organismo ha dicho que resultaría razonable la aplicación de 
la figura del abandono de una impugnación a los casos en que este se produzca por la 
voluntad expresa de las partes procesales o su propia negligencia.17  
 

26. Para verificar si las alegadas vulneraciones de los derechos a la defensa y a la tutela 
judicial efectiva se produjeron, es necesario constatar si el abandono fue por causas 
imputables a la accionante o en su defecto a la administración de justicia. Además, si 
la Sala Provincial, previo a la declaratoria de abandono verificó la existencia de 
comunicaciones pendientes de respuesta y de potenciales intentos de ingreso a la sala 
de reunión telemática. 

 
27. Al respecto de la revisión del expediente de apelación esta Corte observa:  

 
27.1El 8 de junio de 2021, la Sala Provincial convocó a audiencia pública a celebrarse el 15 

de julio de 2021, en la que señaló que la diligencia se efectuará “(…) en la Sala de 
audiencia N° 2 ubicada en la planta baja de la Corte Provincial de Justicia del Azuay... Se 
le conmina al señor Representante del Centro de Rehabilitación Social Regional Sierra 
Centro Sur Turi la obligación que tiene de concurrir a las diligencias y no dilatar las 
mismas bajo prevenciones de ley”.  
 

27.2El 15 de julio de 2021, la Sala Provincial con base en el artículo 652 numeral 8 del COIP 
declaró el abandono del recurso, al considerar que, si bien se había convocado a la 

                                                 
15 CCE, sentencia 2037-20-EP/24, 01 de agosto de 2024, párr. 33. En esa línea, en la sentencia 3253-21-
EP/24, 05 de septiembre de 2024, párrs. 22-23, esta Corte analizó la vulneración a la tutela judicial efectiva 
por problemas de conexión a las audiencias telemáticas y recordó a las autoridades judiciales su “(…) deber 
de garantizar los derechos de las partes procesales en el desarrollo de las audiencias, deber que se intensifica 
en las audiencias telemáticas pues deben verificar que se cumplan todas las condiciones necesarias para el 
ejercicio de los mencionados derechos”. 
16 CCE, sentencia 3009-18-EP/23, 23 de agosto de 2023, párr. 45. 
17 CCE, sentencia 987-15-EP/20, 18 de noviembre de 2020, párr. 51 y sentencia 2652-17-EP/21, 7 de julio 
de 2021, párr. 29. 
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audiencia en la fecha señalada, “(…) sin justificación alguna, ni el recurrente ni su 
defensora, comparecieron para fundamentar su recurso”. Frente a lo cual, la accionante 
solicitó que se deje sin efecto el auto que declaró el abandono indicando que, pese a todas 
las acciones gestionadas para obtener el enlace de conexión, fue imposible que se conecte 
a la misma. Para el efecto, adjuntó captura de la conversación y los correos institucionales 
enviados solicitando el enlace para la conexión a la audiencia respectiva. Además pidió 
que se señale un nuevo día y hora para que se realice la respectiva audiencia.18 
 

27.3El 31 de julio de 2021, la Sala Provincial mediante auto se ratificó en la declaratoria de 
abandono manifestando que las diligencias que se convocaban por dicha Sala, “(…) son 
presenciales  y virtuales para lo cual se asigna una sala específica a la que deben 
comparecer los sujetos procesales para el desarrollo de dichas diligencias, sin embargo, 
en razón de la situación sanitaria por la que atraviesa el país y, en virtud de circunstancias 
específicas de quienes deben intervenir en las diligencias, se abre la posibilidad de que 
sus intervenciones las puedan cumplir a través de cualquiera de las plataformas digitales 
utilizadas por la Función Judicial para este efecto -   POLYCOM- ZOOM-  debiéndose 
considerar además que, la logística para el acceso a la plataforma digital es de exclusiva 
responsabilidad del sujeto procesal que opte por el mismo”. 
 
En ese mismo auto, la Sala además señaló que la accionante, “(…) no compareció en 
forma personal,  ni a través de la plataforma zoom, como se constató por parte de las 
juezas y el juez a la verificación en el expediente de instancia,  no existe petición alguna 
del privado de la libertad ni de su defensora  para acceder a la plataforma 
virtual, conforme a la razón sentada por  la actuaria de la Sala Penal, por lo tanto  no 
existe una justificación razonable para dar paso a lo solicitado por la peticionaria”.  
 

28. De lo expuesto, esta Corte verifica que en el contexto de las circunstancias generadas 
por la COVID-19 y la adaptación de las judicaturas para la realización de audiencias 
telemáticas, el auto de 8 de junio de 2021 que contenía la convocatoria a la audiencia 
de fundamentación del recurso no era claro en señalar si esta se llevaría a cabo de 
manera presencial o telemática. Así también, el auto impugnado de 30 de julio de 2021, 
que ratificó la declaratoria de abandono de la causa, señala expresamente que las 
diligencias que la Sala Provincial convoca “son presenciales y virtuales”. No obstante, 
la Sala Provincial trasladó a la accionante la responsabilidad de la conexión virtual a 
la audiencia de sustentación del recurso de apelación, lo que era de exclusiva 
responsabilidad de la Sala Provincial. Lo que sin duda constituyó una barrera que 
impidió la comparecencia de la accionante a la audiencia. 
 

                                                 
18 En ese sentido, la accionante manifestó que en la fecha y hora señalada para la audiencia de apelación le 
fue imposible conectarse pese a todas las acciones administrativas necesarias para obtener el respectivo 
enlace de conexión, “(…) a las 08h07 se solicitó mediante whatsapp al Dr. Román de la Judicatura del 
Azuay, respondiendo que no tiene el enlace y que me comunique con la Dra. Jennifer Rosero al correo 
Jennifer.rosero@funcionjudicial.gob.ec; a las 08h18 se envió el correo solicitando el enlace de la audiencia, 
la misma que indicó que se encuentra con permiso médico y que me comunique con otro servidor… también 
realicé llamadas a las 08h32 a la Dra. Lizeth Acuña Secretaria de Corte Provincial a fin de que me indique 
el enlace de la conexión, la misma que no fue contestada y posteriormente a las 08h36 contestó la misma, 
indicando que en virtud de que no me logré conectar a las 08h30 ya se declaró el abandono”. 
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29. Así también, la Sala Provincial reconoce expresamente en su informe de descargo que 
la audiencia convocada podía llevarse a cabo a través de herramientas tecnológicas 
como el zoom. Aquello además en cumplimiento de la resolución 074-2020 del Pleno 
del Consejo de la Judicatura que fue emitida el 3 de julio de 2020, con el fin de “(…) 
precautelar la vida, la salud y el bienestar de las y los usuarios de la Función Judicial, 
así como de los servidores de esta Función del Estado, debido a la emergencia sanitaria 
(por la COVID) que en los actuales momentos atraviesa el país”. El artículo 2 de la 
referida resolución sustituyó el texto del artículo 11 de la Resolución 057-2020 por el 
siguiente:  
 

Las y los jueces podrán priorizar la realización de videoaudiencias en las 
circunscripciones territoriales donde se cuente con la factibilidad técnica y tecnológica 
que permita su ejecución, de conformidad con lo previsto en los artículos 4 del Código 
Orgánico General de Procesos y 565 del Código Orgánico Integral Penal y garantizando 
el cumplimiento de los principios procesales.19 

 
30. No obstante, la Sala Provincial trasladó la obligación de proporcionar el enlace de 

audiencia virtual a la accionante. Además, acorde con la línea jurisprudencial expuesta 
anteriormente, la Sala Provincial debía previo a declarar el abandono del recurso, 
verificar la existencia de comunicaciones pendientes de respuesta o de potenciales 
intentos de ingreso a la sala de reunión telemática, sin que los haya atendido, lo que 
generó una barrera irrazonable al acceso a la justicia del accionante. Con ello, queda 
claro para esta Corte la vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva. 
 

31. Así también esta Corte verifica que, la Sala Provincial debía asegurarse que la falta de 
comparecencia no era atribuible a la negligencia de la accionante, por ejemplo, 
pidiendo una certificación de TICS. Esto es, la omisión judicial de no revisar previo a 
la declaratoria de abandono, a quién le era atribuible el acto u omisión que provocó el 
abandono, dejó a la accionante sin posibilidad de ejercer el derecho a la defensa, 
quedando en indefensión pues no pudo comparecer a la audiencia ni presentar pruebas 
de descargo, así como tampoco ejercer su derecho de contradicción. Dejando claro 
que, la Sala Provincial tenía la obligación de verificar que se cumplan las condiciones 
necesarias para garantizar los derechos de las partes procesales en el desarrollo de la 
audiencia de fundamentación del recurso de apelación, pues la declaratoria de 
abandono respondió a una omisión atribuible a la autoridad jurisdiccional y no a la 
voluntad expresa o a la propia negligencia de la accionante.20 

 

                                                 
19 En el mismo sentido, se puede considerar la resolución 06-2021 emitida por la Corte Nacional de Justicia. 
Además, el Presidente de la República mediante Decreto Ejecutivo 1291, de 21 de abril de 2021, declaró 
el estado de excepción por calamidad pública en dieciséis provincias del país, desde el 23 de abril de 2021 
hasta el 20 de mayo de 2021, debido al contagio acelerado de la COVID-19 y a la afectación de grupos de 
atención prioritaria y conmoción social que estaba causando.  
20 CCE, sentencia 3253-21-EP/24, 5 de septiembre de 2024. 
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32. En suma, esta Corte concluye que se vulneró el derecho a la tutela judicial efectiva en 
el componente del acceso a la administración a la justicia y el derecho a la defensa de 
la accionante. 

 
6. Reparación 

 

33. De acuerdo con el artículo 18 de la LOGJCC, al declararse la vulneración de derechos 
constitucionales debe ordenarse la reparación integral del daño causado con el fin de 
que, siempre que sea posible, se restablezca a la víctima a la situación anterior a la 
violación de derechos.21 
 

34. En este caso, se verifica que el 24 de diciembre de 2021, el juez de la Unidad de 
Garantías Penitenciarias dispuso la inmediata libertad del sentenciado Arbey 
Herminsul Pino Yatacue, por cumplimiento integral de la pena. En consecuencia, la 
restitución de los derechos vulnerados a un momento anterior a la violación producida 
por la declaratoria de abandono del recurso de apelación, esto es hasta el momento de 
que un nuevo tribunal de la Sala Provincial convoque a la audiencia de fundamentación 
del recurso de apelación, lo que incluiría dejar sin efecto los autos impugnados, no 
sería una medida de reparación idónea. Por lo expuesto, esta sentencia, en sí misma, 
constituye una medida de reparación para la parte accionante. 

 
35. Finalmente, esta Corte llama la atención a los jueces de la Sala Provincial por no actuar 

diligentemente en la declaración del abandono durante la tramitación de la 
impugnación a la acumulación de penas, lo que devino en la transgresión a los 
derechos a la tutela judicial efectiva y defensa.   

 

7. Decisión 

 
En mérito de lo expuesto, administrando justicia constitucional y por mandato de la 
Constitución de la República del Ecuador, el Pleno de la Corte Constitucional resuelve: 

 
1. Aceptar la acción extraordinaria de protección 2281-21-EP. 

 

                                                 
21 LOGJCC, artículo 18.- “Reparación integral. - En caso de declararse la vulneración de derechos se 
ordenará la reparación integral por el daño material e inmaterial. La reparación integral procurará que la 
persona o personas titulares del derecho violado gocen y disfruten el derecho de la manera más adecuada 
posible y que se restablezca a la situación anterior a la violación. La reparación podrá incluir, entre otras 
formas, la restitución del derecho, la compensación económica o patrimonial, la rehabilitación, la 
satisfacción, las garantías de que el hecho no se repita, la obligación de remitir a la autoridad competente 
para investigar y sancionar, las medidas de reconocimiento, las disculpas públicas, la prestación de servicios 
públicos, la atención de salud (…)”. 
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2. Declarar, que los autos impugnados de 15 y 30 de julio de 2021 emitidos por la 
Sala Especializada de lo Penal, Penal Militar, Penal Policial, y Tránsito de la 
Corte Provincial de Justicia del Azuay vulneraron los derechos a la tutela judicial 
efectiva y a la defensa. 

 
3. Declarar a la presente sentencia como medida de reparación. 
 
4. Llamar la atención a Tania Katerina Aguirre Bermeo, Julio Cesar Inga Yanza 

y Jenny Montserrath Ochoa Chacón juezas y juez de la Sala Provincial que 
tramitaron el proceso de cómputo de pena signado con el número 01283-2018-
01061G y disponer que este llamado de atención sea registrado en sus hojas de 
vida por el Consejo de la Judicatura. 

 
5. Como medidas de reparación integral se ordena: 

 
5.1Disponer al Consejo de la Judicatura que publique en su página web 

durante noventa días, las respectivas disculpas públicas a favor de Arbey 
Herminsul Pino Yatacue, por la vulneración del derecho a la tutela judicial 
efectiva, en el componente de acceso a la justicia (75 CRE) y al derecho a 
la defensa (76.7.a y c. CRE), debido a que la falta de comparecencia a la 
audiencia no fue por causas atribuibles a Arbey Herminsul Pino Yatacue 
que se encontraba privado de su libertad, ni a su abogada defensora, sino 
que la Sala Especializada de lo Penal, Penal Militar, Penal Policial, y 
Tránsito de la Corte Provincial de Justicia del Azuay no indicó a las partes 
procesales los detalles de conexión en la providencia de convocatoria de 
la audiencia de fundamentación del recurso de apelación y trasladó esta 
negligencia a las partes procesales, en el contexto de la pandemia de la 
COVID-19. Cumplido este plazo, dentro de los siguientes diez días 
informará sobre el cumplimiento de esta medida. 
 

5.2Disponer que el Consejo de la Judicatura evalúe los casos en materia de 
garantías penitenciarias para que los enlaces para la conexión a las 
audiencias respectivas sean directamente entregados a los Centros de 
Privación de Libertad, sin que existan limitaciones para la comunicación 
entre estos Centros y las judicaturas, a fin de asegurar que las personas 
privadas de libertad puedan acceder a las audiencias virtuales 
programadas. El Consejo de la Judicatura, en el término de 180 días 
contados desde la notificación de esta sentencia, deberá informar a este 
Organismo, de manera documentada, sobre la ejecución de esta medida. 
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5.3Disponer que el Servicio Nacional de Atención Integral a Personas 
Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores evalúe, 
monitoree y entregue al Consejo de la Judicatura, en forma mensual y por 
el plazo de 5 meses, contados desde la notificación de esta sentencia, los 
informes de los casos en materia de garantías penitenciarias respecto a si 
se les ha entregado los enlaces para la conexión a las audiencias virtuales 
respectivas y de la comparecencia de las personas privadas de libertad a 
las mismas, con el fin de que el Consejo de la Judicatura tome los 
correctivos pertinentes y asegure el acceso a las audiencias virtuales 
programadas de las personas privadas de libertad.   

 
6. Notifíquese, devuélvase, cúmplase y publíquese. 

 
 
 
 
 

Alí Lozada Prado 
PRESIDENTE 

 

Razón: Siento por tal, que la sentencia que antecede fue aprobada por el Pleno de la Corte 
Constitucional con ocho votos a favor de los jueces constitucionales Karla Andrade 
Quevedo, Alejandra Cárdenas Reyes, Carmen Corral Ponce, Jhoel Escudero Soliz, Alí 
Lozada Prado, Teresa Nuques Martínez, Richard Ortiz Ortiz y Daniela Salazar Marín; y 
un voto salvado del juez constitucional Enrique Herrería Bonnet, en sesión jurisdiccional 
ordinaria de jueves 06 de febrero de 2025.- Lo certifico. 

 
Firmado electrónicamente 

Aída García Berni 
SECRETARIA GENERAL

ALI VICENTE 

LOZADA PRADO

Firmado digitalmente 

por ALI VICENTE 

LOZADA PRADO
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SENTENCIA 2281-21-EP/25 

 

VOTO SALVADO 

 

Juez constitucional Enrique Herrería Bonnet 

 

1. Antecedentes 

 

1. El Pleno de la Corte Constitucional, en sesión de 06 de febrero de 2025 aprobó la 
sentencia 2281-21-EP/25 (“decisión de mayoría”). En esta, se resolvió la acción 
extraordinaria de protección presentada por la abogada María Belén Páez Lasso, en 
representación de Arbey Herminsul Pino Yatacue (“accionante”) en contra de los 
autos de 15 de julio de 2021 y 30 de julio de 2021, dictados por la Sala Especializada 
de lo Penal, Penal Militar, Penal Policial y Tránsito de la Corte Provincial de Justicia 
del Azuay (“Sala”), en el marco del proceso 01283-2018-01061G.  

 
2. Consideración previa 

 

2. La decisión de mayoría concluye que los autos impugnados de 15 de julio y 30 de julio 
de 2021, dictados por la Sala de la Corte Provincial, vulneraron los derechos a la tutela 
judicial efectiva y a la defensa. Esto al considerar que la Sala no verificó la existencia 
de comunicaciones pendientes de respuesta, ni potenciales intentos de ingreso a la 
reunión telemática, previo a declarar el abandono del recurso. Asimismo, sostuvo que 
la Sala no determinó a quién le era atribuible la acción u omisión que provocó el 
abandono, lo que, a su criterio, representó una barrera al acceso a la justicia del 
accionante. En consecuencia, aceptó la acción extraordinaria de protección propuesta. 
 

3. Respetando la decisión de mayoría, emito el presente voto salvado, al no estar de 
acuerdo con el análisis y la resolución a la que se arribó. Considero que, en el presente 
caso, los autos de 15 y 30 de julio de 2021 no son susceptibles de ser impugnados a 
través de una acción extraordinaria de protección. 

 
4. Al respecto, y de conformidad con mi voto salvado desarrollado en la fase de admisión 

del presente caso, es evidente que los autos impugnados, “si bien ponen fin al incidente 
específico (…) no impiden que se presenten incidentes adicionales, sea por las mismas, 
u otras razones”. 

 
5. Si bien se declaró el abandono del recurso de apelación, esto se hizo en el marco de un 

proceso de cómputo de la pena. En este sentido, el accionante tiene la posibilidad de 
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volver a presentar una solicitud de cómputo de la pena siempre que las circunstancias 
lo ameriten, o cuando haya un error, de conformidad con el art. 667 del COIP. Por lo 
tanto, la decisión no es definitiva.  

 
6. En esta misma línea, tampoco se verifica que exista un gravamen irreparable pues 

existen mecanismos procesales idóneos en la justicia ordinaria para solventar la 
posible vulneración de derechos, específicamente, la presentación de una nueva 
solicitud de cómputo de la pena. En este sentido, no se cumple con los requisitos 
desarrollados para que se configure un gravamen irreparable de conformidad con la 
sentencia 154-12-EP/19. 

 
7. En consecuencia, la acción extraordinaria de protección presentada por la abogada 

María Belén Páez Lasso, en representación de Arbey Herminsul Pino Yatacue, debió 
ser rechazada por no ser objeto del recurso interpuesto, con base en las consideraciones 
expuestas. 

 
3. Resolución del problema jurídico 

 
8. Sin perjuicio de que la decisión no es objeto de una acción extraordinaria de 

protección, considero pertinente realizar ciertas precisiones sobre el análisis que 
desarrolla la sentencia de mayoría al resolver si la Sala vulneró el derecho a la tutela 
judicial efectiva en su elemento al acceso a la justicia y el derecho a la defensa de la 
accionante, en representación de Arbey Herminsul Pino Yatacue. A mi criterio, se 
aplicaron erróneamente los criterios de las sentencias 2037-20-EP/24 y 2044-20-
EP/24. 
 

9. Con base en las mencionadas sentencias, el voto de mayoría consideró que los jueces 
de la Sala “traslad[aron] la obligación de proporcionar el enlace de audiencia virtual a 
la accionante. Además, (…) debía[n] previo a declarar el abandono del recurso, 
verificar la existencia de comunicaciones pendientes de respuesta o de potenciales 
intentos de ingreso a la sala de reunión telemáticas”.  

 
10. Al respecto, es pertinente resaltar que, tanto la decisión 2037-20-EP/24 como la 

decisión 2044-20-EP/24 parten de la premisa de que el abandono se dio en el marco 
de una audiencia telemática. Si bien el voto de mayoría sostiene que “el auto que 
contenía la convocatoria a la audiencia de fundamentación del recurso no era claro en 
señalar si se llevaría a cabo de manera presencial o telemática”, de la revisión del 
expediente, es evidente que la audiencia convocada se realizaría de forma presencial 
al indicarse que: 
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Se convoca a los sujetos procesales a audiencia pública, oral y contradictoria de 
fundamentación de recurso de apelación interpuesto por la persona privada de la libertad 
para el día QUINCE DE JULIO DEL DOS MIL VEINTE Y UNO, A LAS OCHO 
HORAS TREINTA MINUTOS, diligencia que se efectuará en la Sala de audiencia N° 

2 ubicada en la planta baja de la Corte Provincial de Justicia del Azuay, situada en 
la calle Luis Cordero y Sucre Esquina. [énfasis añadido] 
 

11. Posterior a la convocatoria a audiencia, no se puede constatar la existencia de escrito 
o providencia alguna que indiquen un cambio en la modalidad en la que se llevaría a 
cabo dicha diligencia. Así, si la accionante no solicitó que la diligencia se realice de 
forma telemática, resulta ilógico que se declare que las autoridades judiciales 
accionadas vulneraron los derechos de la accionante por no indicar a las partes 
procesales los detalles de conexión de una audiencia que no era telemática. 
 

12. La sentencia 2044-20-EP/24 determinó que el hecho de que las autoridades judiciales 
trasladen la carga “de organizar y coordinar la audiencia telemática con la Unidad de 
Tecnología de la Información de la Corte Nacional de Justicia a las partes procesales, 
en el contexto de la pandemia” vulnera el derecho a la tutela judicial efectiva. Esto no 
implica que las autoridades judiciales se vean obligadas a convocar la audiencia de 
forma telemática sin que las partes lo requieran. Incluso, la resolución 074-2020 del 
Pleno del Consejo de la Judicatura, citada en la sentencia de mayoría, indica que los 
jueces podrán priorizar la realización de videoaudiencias, mas no que deberán 
convocar a todas las audiencias de forma telemática sin que las partes lo soliciten. En 
conclusión, una autoridad judicial deberá proporcionar la información de conexión a 
una audiencia telemática, siempre que, efectivamente, haya convocado a una audiencia 
telemática.  

 
13. Ahora bien, la sentencia 2037-20-EP/24 dispuso que se vulnera el derecho a la tutela 

judicial efectiva cuando las autoridades judiciales accionadas no verifican la existencia 
de comunicaciones o intentos de conexión a la sala de audiencias telemática, previo a 
declarar el abandono de un recurso o una acción. Esto se desarrolló en el marco de un 
caso en el que la autoridad judicial delegó a la Unidad de Tecnologías de la 
Información y Comunicación y a la Unidad Administrativa la responsabilidad de 
coordinar la comparecencia de las partes de forma virtual –a través de correo 
electrónico- y, posteriormente, no verificó con dichas unidades la existencia de correos 
o peticiones pendientes de atender que indiquen un intento de comparecer de parte del 
accionante.1 Así, resulta claro que es necesario que primero se haya convocado a una 

                                                 
1 En este sentido, es claro que dicha sentencia no se refiere a la existencia de escritos ingresados por una de 
las partes, sino a comunicaciones en la forma de correos o llamadas a las unidades a las que se delegó una 
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audiencia telemática para que el estándar de esta sentencia sea aplicable. No resulta 
coherente que se determine que los jueces de la Sala “debía[n] asegurarse que la falta 
de comparecencia no era atribuible a la negligencia de la accionante, por ejemplo, 
pidiendo una certificación de TICS”, cuando la audiencia no fue convocada de forma 
telemática. 
 

14. En este sentido, y bajo los términos argumentados en la sentencia de mayoría, no es 
posible que la Sala haya vulnerado el derecho a la tutela judicial efectiva de la 
accionante.  

 
3. Decisión 

 
15. Por lo manifestado, disiento de la decisión de mayoría en la que se desestima la acción 

extraordinaria de protección, pues a partir de los fundamentos expuestos, dejo en 
evidencia que la decisión impugnada debía rechazarse por no ser objeto de la acción 
presentada, pese a que dicha acción se haya admitido a trámite. Adicionalmente, 
disiento con el análisis y el sentido que se dio a las sentencias 2037-20-EP/24 y 2044-
20-EP/24, las cuales no eran aplicables al presente caso. 

 
 
 
 
 

Enrique Herrería Bonnet 
JUEZ CONSTITUCIONAL 

 

  

                                                 
competencia. En el caso de escritos pendientes de contestar se estará a lo determinado en el último inciso 
del art. 79 del COGEP: “Cualquier solicitud o recurso horizontal presentado por alguna de las partes antes 
de la fecha de audiencia, no suspenderá su realización. La o el juzgador resolverá dichas peticiones en la 
misma audiencia”. 
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Razón: Siento por tal, que el voto salvado del juez constitucional Enrique Herrería 
Bonnet, anunciado en la sentencia de la causa 2281-21-EP, fue presentado en Secretaría 
General el 18 de febrero de 2025, mediante correo electrónico a las 16:37; y, ha sido 
procesado conjuntamente con la sentencia.- Lo certifico. 

 
Firmado electrónicamente 

Aída García Berni 
SECRETARIA GENERAL 



AIDA SOLEDAD GARCIA BERNI
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Caso Nro. 2281-21-EP
 

 

RAZÓN.- Siento por tal, que el texto de la sentencia y el voto salvado que antecede fue

suscrito el día jueves veinte de febrero de dos mil veinticinco, luego del procesamiento de las

observaciones recogidas en la sesión respectiva.- Lo certifico.-
 

 

 

 

Documento firmado electrónicamente. 

 

AIDA SOLEDAD GARCIA BERNI 

SECRETARIA GENERAL DE LA CORTE CONSTITUCIONAL
 

228121EP-7a298



AIDA SOLEDAD GARCIA BERNI
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Quito, D.M., 30 de enero de 2025 
 

CASO 3236-21-EP 

  

EL PLENO DE LA CORTE CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR, 

EN EJERCICIO DE SUS ATRIBUCIONES CONSTITUCIONALES Y 

LEGALES, EMITE LA SIGUIENTE 

 

SENTENCIA 3236-21-EP/25 

 
Resumen: La Corte Constitucional desestima la acción extraordinaria de protección en contra 
de una sentencia de apelación emitida por la Sala Especializada de lo Civil, Mercantil, Laboral, 
Familia, Niñez, Adolescencia y Adolescentes Infractores de la Corte Provincial de Justicia de 
Loja en un proceso de acción de protección. Se concluye que la sentencia no vulneró el derecho 
al debido proceso en la garantía de la motivación al no incurrir en el vicio de incongruencia 
frente a las partes. Esto, en virtud de que sí se contestó el argumento relevante propuesto por 
la señora Mónica del Cisne Guajala Maldonado. 

 

1. Antecedentes 

 

1.1 El proceso de origen 

 
1. El 24 de junio de 2021, la señora Mónica del Cisne Guajala Maldonado presentó una 

acción de protección en contra de la Gobernación de la provincia de Loja 
(“Gobernación”) y de la Procuraduría General del Estado (“PGE”).1 El proceso fue 
signado con el número 11317-2021-00184 y sorteado a la Unidad Judicial 
Multicompetente con sede en el cantón Puyango, provincia de Loja (“Unidad 

Judicial”). 
 
2. El juez de la Unidad mediante sentencia de 20 de septiembre de 2021 rechazó la acción 

de protección propuesta. Verificó que la misma se encontraba incursa en la causal 
contemplada en el numeral 1 del artículo 42 de la LOGJCC. Inconforme con esta 

                                                 
1 La señora Mónica del Cisne Guajala Maldonado consideró que sus derechos a la seguridad jurídica, a la 
igualdad formal y no discriminación, al debido proceso en la garantía de motivación, al trabajo y a los 
derechos de las mujeres embarazadas fueron vulnerados al haber sido desvinculada de su cargo como jefa 
política del cantón Puyango, a pesar de haber notificado que se encontraba en estado de embarazo. Como 
pretensión solicitó que: i) se deje sin efecto los memorandos MDG-GLOJ-2021-0313-M de 4 de junio de 
2021 y MDG-GLOJ-2021-0327-M de 4 de junio de 2021, mediante los cuales se dispuso su remoción del 
cargo, ii) que se disponga su reintegro inmediato; y, iii) que se cancelen sus remuneraciones “hasta que 
concluya su periodo de lactancia”. Por su parte, la Gobernación señaló que la señora Mónica del Cisne 
Guajala Maldonado ocupaba un cargo de libre nombramiento y remoción. Como consecuencia del inicio 
de un nuevo período presidencial, asumió funciones una nueva administración, lo que llevó a la autoridad 
nominadora a destituir a todas las personas que se desempeñaban como jefes políticos y comisarios en toda 
la provincia de Loja, debido a que estos son puestos de confianza. 
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decisión, la señora Mónica del Cisne Guajala Maldonado interpuso recurso de 
apelación.  

 
3. El 19 de octubre de 2021, en sentencia de mayoría, la Sala Especializada de lo Civil, 

Mercantil, Laboral, Familia, Niñez, Adolescencia y Adolescentes Infractores de la 
Corte Provincial de Justicia de Loja (“Sala”) rechazó el recurso de apelación y 
confirmó la sentencia subida en grado.2 

 
4. El 22 de octubre de 2021 la señora Mónica del Cisne Guajala Maldonado interpuso 

recurso de aclaración. El 10 de noviembre de 2021, la Sala resolvió negarlo.  
 

1.2 Trámite ante la Corte Constitucional 

 
5. El 22 de noviembre de 2021, la señora Mónica del Cisne Guajala Maldonado 

(“accionante”) presentó la acción extraordinaria de protección que nos ocupa en 
contra de la sentencia de 19 de octubre de 2021. En la Corte Constitucional, la causa 
se signó con el número 3236-21-EP. 
 

6. La causa fue sorteada el 8 de diciembre de 2021 al juez constitucional Enrique Herrería 
Bonnet. Mediante auto de 21 de enero de 2022, se admitió a trámite la acción 
extraordinaria de protección.3  

 
7. El 10 de febrero de 2022, los jueces de la Sala, George Hernán Salinas Jaramillo y 

Carlos Tandazo Román, remitieron su informe de descargo.  
 

                                                 
2 El fundamento de la Sala se basó en los siguientes puntos: (i)respecto a la alegada vulneración del derecho 
a la seguridad jurídica, la Sala desestimó esta afirmación al verificar que la Gobernación "sí cita normas 
jurídicas previas, claras y públicas que han sido aplicadas por el señor Gobernador de la Provincia de Loja 
('sic')"; (ii) en relación con el derecho a la igualdad formal, material y a la no discriminación, concluyó que 
la Gobernación no vulneró este derecho, pues constató que se aplicaron las disposiciones establecidas en 
los párrafos 183, 184, 185 y 188 de la sentencia 3-19-JP para proceder con la destitución; (iii) sobre el 
derecho al trabajo, la Sala determinó que no hubo vulneración de este derecho porque "a la accionante se 
le pagaron sus remuneraciones de manera oportuna. Por lo tanto, al haber sido removida de su cargo, 
tratándose de un nombramiento de libre remoción, la entidad demandada no ha vulnerado dicho derecho 
constitucional"; (iv) con relación al derecho de las personas y grupos de atención prioritaria, la Sala señaló 
que "no existe violación a este derecho constitucional, ya que no se demostró que a la accionante se le haya 
negado el derecho a recibir atención prioritaria por parte de la Gobernación de la Provincia de Loja. Al 
tratarse de un cargo de libre nombramiento y remoción, el señor Gobernador de la Provincia de Loja 
únicamente aplicó lo dispuesto en la LOSEP, su Reglamento, y la sentencia 3-19-JP, especialmente lo 
señalado en el párrafo 185 de dicha sentencia"; (v)finalmente, en cuanto al derecho de las mujeres 
embarazadas a no ser discriminadas, determinó que "no se demostró, por parte de la accionante, que el 
señor Gobernador de la Provincia de Loja haya realizado algún acto de discriminación en su contra debido 
a su estado de embarazo". Con base en lo expuesto, la Sala concluyó que no existió vulneración de derechos. 
3 El Tribunal estuvo conformado por los jueces constitucionales Karla Andrade Quevedo, Enrique Herrería 
Bonnet; y, el ex juez constitucional Ramiro Ávila Santamaría. En el párrafo 20 del auto en mención, se 
solicitó a la Sala que presente un informe en el término de diez días. 
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8. El 10 de agosto de 2022, la accionante presentó un escrito en el cual solicitó que se 
dicte sentencia.   
 

9. El 13 de enero de 2025, el juez ponente de la presente sentencia avocó conocimiento 
de la causa e incorporó al expediente los escritos señalados en los párrafos supra. 

 
2. Competencia  

 

10. De conformidad con los artículos 94 y 437 de la Constitución y los artículos 58 y 
siguientes de la LOGJCC, la competencia para conocer y resolver las acciones 
extraordinarias de protección corresponde al Pleno de la Corte Constitucional. 
 

3. Alegaciones de los sujetos procesales 

 

3.1 De la accionante 

 
11. La accionante sostiene que la sentencia impugnada vulneró su derecho a la seguridad 

jurídica, a la tutela judicial efectiva y al debido proceso en la garantía de la motivación. 
 

12. Respecto al derecho a la seguridad jurídica, la accionante señala que la Sala “no ha 
valorado la realidad procesal, y no acato (sic) la obligación contenida en el (sic) 
sentencia No.3-19-JP-20”, la cual fue alegada en su demanda de acción de protección 
para demostrar “hasta la saciedad que la accionada por acción u omisión vulnero (sic) 
mis derechos”. 

 
13. Por consiguiente, hace referencia al contenido de sentencia 3-19-JP/20, la cual 

establece que “revisó y examino (sic) la problemática de la mujer embarazada con 
licencia de maternidad o en periodos de lactancia […] con contratos de libre 
remoción”. 

 
14. Bajo la misma línea, la accionante expone que “[d]e la lectura de la sentencia emitida 

por la Sala podemos observar […] que incumplió con el debido proceso señalado en 
la Ley orgánica (sic) de Servicio Civil y Carrera Administrativa, y su respectivo 
reglamento (sic)”. 

 
15. Asimismo, alega que la Sala: 

 
[…] ha violado además, los siguientes derechos constitucionales articulo  11 numeral 3, 
y 9, y por la violaciones de los principios y reglas del debido proceso; en el artículo 66 
numeral 25, relacionado con la eficiencia y eficacia; la resolución carece de motivación, 
con lo que también se ha violado el debido proceso consagrado en 75 (sic) el derecho a 
la tutela judicial efectiva , el artículo 76 numeral 1 y 7 letra 1) ibídem; se ha violado el 
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artículo 82 relacionado con la seguridad jurídica; el articulo 169 relacionado con las 
garantías del debido proceso; el articulo 172 relacionado con los principios de la función 
judicial (sic). 
 

16. Finalmente, expone que, desde su punto de vista, la sentencia 3-19-JP/20 “es muy 
clara” por lo que, “no pued[e] entender, como (sic) pudieron interpretarla de una 
manera diferente”. Esto, según argumenta, se debe a que considera que los jueces de 
la Sala “no valoran la calidad de embarazada de la actora, [un] embarazo que se 
encuentra probado y aceptado por la parte demandada”. Fundamenta su postura en que 
los jueces de la Sala “simplemente motivan la sentencia manifestando que a la 
desvinculación no la ubican en el apartado 184, sino en el 185 de la sentencia Nro.3-
19-JP/20” lo cual, a su parecer, vulnera su derecho a la tutela judicial efectiva. 
 
3.2 De la Sala de la Corte Provincial  

 
17. Los jueces de la Sala, George Hernán Salinas Jaramillo y Carlos Tandazo Román, en 

su informe de descargo, señalaron que en el presente caso existe prueba documental 
que confirmaba que la accionante se encontraba en estado de embarazo al momento 
que fue desvinculada.  
 

18. Con base a lo señalado, hacen referencia a los párrafos 183, 184 y 185 de la sentencia 
3-19-JP/20, los cuales abordan la terminación laboral de una mujer embarazada y en 
periodo de lactancia que ocupaba un cargo de libre remoción. A partir de lo expuesto, 
sostienen que: 
 

En el presente caso, el señor Gobernador de la Provincia de Loja, dentro del término de 
30 días a partir de su posesión ha notificado a la hoy accionante con la terminación de la 
relación laboral; por lo que a criterio de este Tribual (sic) NO existe violación al Derecho 
a la igualdad formal, material y no discriminación y por consecuencia NO corresponde 
mandar a pagar la compensación por su estado actualmente de lactancia, así lo dispone la 
misma Corte Constitucional en la sentencia de marras […] (Énfasis pertenece al original). 
 

19. Por otra parte, señalan que: 
 

Según lo dispuesto por el Art. 437 de la Constitución de la República, entre uno de los 
requisitos para que proceda la Acción Extraordinaria de Protección, es que, la legitimada 
activa, en este caso la señora: Mónica del Cisne Guajala Maldonado, haya demostrado 
que en el juzgamiento se ha violado por acción u omisión, el debido proceso u otros 
derechos reconocidos en la constitución (sic). En el presente caso, no existe ninguna 
violación al debido proceso, ni tampoco existe vulneración de algún derecho 
constitucional. 
 

20. Finalmente, alegan que “[l]a accionante, pretende a través de esta acción 
[e]xtraordinaria de protección, que la Corte Constitucional analice nuevamente la 
prueba aportada en el transcurso del proceso; lo que es totalmente improcedente”. 
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4. Planteamiento de problemas jurídicos 

 
21. En una sentencia de acción extraordinaria de protección, los problemas jurídicos 

surgen, principalmente, de los cargos formulados por la parte accionante. Es decir, de 
las acusaciones que estos dirigen sobre las decisiones impugnadas por considerarlas 
lesivas de un derecho fundamental. 
 

22. Del argumento resumido en el párrafo 14 supra esta Corte advierte que la accionante 
enfoca su demanda en la falta de aplicación de normas infraconstitucionales, 
específicamente de la “Ley Orgánica de Servicio Civil y Carrera Administrativa, y su 
respectivo Reglamento”. La revisión de la correcta o incorrecta aplicación de dichas 
normas constituye un análisis que no se encuentra dentro de las competencias de esta 
Corte Constitucional, y por lo mismo, al no ser un argumento completo, y pese a hacer 
un esfuerzo razonable, esta Corte no procederá con el análisis de la mentada 
alegación.4 

 
23. Respecto al cargo contenido en el párrafo 15 supra se evidencia que no es claro ni 

completo. La accionante únicamente se limita a referirse a derechos que considera 
fueron vulnerados, sin aportar argumentos que sustenten su alegación. Por tanto, pese 
a realizar un esfuerzo razonable, no es posible formular un problema jurídico. 

 
24. En cuanto a los cargos contenidos en los párrafos 12, 13 y 16 supra, esta Corte 

evidencia que los cargos carecen de claridad y completitud. No obstante, esta Corte, 
realizando un esfuerzo razonable y con base en el principio iura novit curia, plantea el 
siguiente problema jurídico: ¿La Sala vulneró el derecho al debido proceso en la 

garantía de la motivación por incurrir en un vicio de incongruencia frente a las 

partes al no haber respondido un argumento relevante planteado por la 

accionante? 
 

5. Resolución del problema jurídico 

 

25. El artículo 76 numeral 7, letra l) de la Constitución prescribe:  
 

Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No habrá motivación si 
en la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda y no se 
explica la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho.  

 

                                                 
4 CCE, sentencia 30-17-EP/21, 21 de julio de 2021, párr. 21.  



Edición Constitucional Nº 20 - Registro Oficial

36 

Jueves 10 de abril de 2025

 
 

Sentencia 3236-21-EP/25 
Juez ponente: Enrique Herrería Bonnet 

 
 

6 
 

    
            

26. Dicho esto, existen situaciones en las que prima facie una fundamentación fáctica y 
normativa pueden aparentar suficiencia; no obstante, una de ellas podría ser inexistente 
al estar afectada por un vicio motivacional. 
 

27. Respecto a este vicio en particular, la Corte Constitucional ha manifestado que:  
 

Hay incongruencia cuando en la fundamentación fáctica o en la fundamentación 
jurídica, o bien, no se ha contestado algún argumento relevante de las partes 
procesales (incongruencia frente a las partes), o bien, no se ha contestado alguna 
cuestión que el sistema jurídico –ley o la jurisprudencia– impone abordar en la resolución 
de los problemas jurídicos conectados con cierto tipo de decisiones […] generalmente, 
con miras a tutelar de manera reforzada un derecho fundamental (incongruencia frente al 
Derecho) (énfasis añadido).5 
 

28. La incongruencia frente a las partes puede darse por omisión o por acción. La primera 
se configura cuando no se contestan cargos relevantes de las partes; mientras que, la 
segunda ocurre cuando el juzgador contesta los argumentos relevantes mediante 
tergiversaciones, de tal forma que efectivamente no los contesta.6 Por tanto, 
corresponde a esta Corte verificar (i) si los cargos a los que presuntamente no se dio 
respuesta fueron planteados en el proceso de origen, (ii) si estos eran argumentos 
relevantes y, de serlo, (iii) si existió o no un pronunciamiento al respecto. 
 

29. Esta Corte evidencia que la accionante, en la audiencia de acción de protección señaló 
que el acto administrativo mediante el cual fue destituida se basó en lo que establecen 
los párrafos 182 al 185 de la sentencia 3-19-JP/20, sobre la desvinculación de mujeres 
embarazadas que ocupaban un cargo de libre remoción. A partir de esto, sostuvo que 
la aplicación e interpretación realizada por parte de la Gobernación no fue adecuada, 
ya que, a su parecer, y con base en lo establecido en la referida sentencia, sí contaba 
con estabilidad laboral.  

 
30. Consecuentemente, esta Corte considera que el cargo señalado ut supra es relevante, 

toda vez que apuntaba a que el problema jurídico se resuelva de forma opuesta a la que 
efectivamente falló la judicatura accionada. Esto fundamentado en que, aquel 
argumento, a criterio de la accionante, hubiese permitido dilucidar que sí contaba con 
estabilidad laboral. Por lo tanto, el argumento señalado tiene el potencial de modificar 
la resolución de la causa.  

 
31. Una vez determinada la relevancia del argumento corresponde dilucidar si la Sala dio 

respuesta a este: 
 

                                                 
5 CCE, sentencia 1158-17-EP/21, 20 de octubre de 2021, párr. 86. 
6 CCE, sentencias 1158-17-EP/21, 20 de octubre de 2021, párr. 89; y, 2422-19-EP/23, 28 de junio de 2023, 
párr. 40. 
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32.Al respecto, se observa que la sentencia impugnada se divide en 15 considerandos.7 
El primero se refiere a los antecedentes del caso, el segundo a la notificación de la 
acción de protección, el tercero a las intervenciones y argumentos presentados por las 
partes en audiencia, el quinto a lo que se resolvió en la sentencia de primera instancia, 
el sexto a jurisdicción y competencia, el séptimo a la validez procesal y el octavo a la 
naturaleza jurídica de la acción de protección.  

 

33. Por su parte, en el considerando noveno la Sala se plantea el problema jurídico a 
resolver, siendo este el siguiente: 
 

¿Con la remoción del cargo de jefe político del cantón Puyango en contra de la Ing. 
Mónica del Cisne Guajala Maldonado, que se encontraba en estado de embarazo, se 
violentó el derecho a la seguridad jurídica, prevista en el art. 82 de la constitución, el 
derecho a la igualdad formal, material y no discriminación, previsto en el art. 66. 4, el 
derecho al trabajo, previsto en el art. 33, el derecho de las personas y grupos de atención 
prioritaria, previsto en el art. 35, el derecho de las mujeres embarazadas, previsto en el 
art. 43. 1 de la constitución que invoca la accionante? 
 

34. Por consiguiente, en los puntos 10, 11, 12, 13 y 14 de la sentencia impugnada, la Sala 
procede a analizar si se configura la vulneración de los derechos a la seguridad jurídica, 
a la igualdad formal, material y no discriminación, al trabajo, a los derechos de las 
personas y grupos de atención prioritaria; y, al de las mujeres embarazadas, 
respectivamente. Al respecto, determinó lo siguiente:  
 
34.1.Respecto al derecho a la seguridad jurídica, verifica que el memorando mediante 

el cual fue destituida la accionante “sí cita normas jurídicas previas, claras 
públicas que han sido aplicadas por el señor Gobernador de la Provincia (sic) de 
Loja, por lo que no se encuentra violación al Derecho (sic) a la Seguridad 
Jurídica (sic)”. Entre las normas y jurisprudencia citadas, se encuentra el artículo 
83 de la LOSEP y los párrafos 183,183, 184 y 185 de la sentencia 3-19-JP/20.  

 
34.2.Sobre el derecho a la igualdad formal, material y no discriminación, la Sala 

afirma que existe prueba documental de que la accionante se encontraba 
embarazada cuando fue destituida de su cargo. Hace referencia a lo que 
establecen los párrafos 183 al 185, así como el párrafo 188 de la sentencia 3-19-
JP/20, para después concluir que:  

 
En el presente caso, el señor Gobernador de la Provincia de Loja, dentro del término 
de 30 días a partir de su posesión ha notificado a la hoy accionante con la terminación 
de la relación laboral; por lo que a criterio de este Tribual (sic) NO existe violación 
al Derecho a la igualdad formal, material y no discriminación y por consecuencia 

                                                 
7 Esta Corte advierte que en la sentencia impugnada existe un error de forma pues no consta un considerando 
cuarto. Sin embargo, por efectos prácticos se referirá a los nombres de cada considerando tal y como consta 
en esta. 
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NO corresponde mandar a pagar la compensación por su estado actualmente de 
lactancia (sic) (énfasis pertenece al original).  

 
34.3.En cuanto al derecho al trabajo, sostiene que el presente caso se trata de un cargo 

de libre nombramiento y remoción, y que el mismo “no está protegido por la 
[LOSEP]”. Cita los artículos 83 y 85 de la referida norma, así como, los artículos 
47, inciso e); y,105 de su Reglamento para concluir que: 

 
En el presente caso no existe vulneración al derecho constitucional al trabajo, puesto 
que a la accionante se le ha pagado sus remuneraciones en su momento oportuno, 
por lo tanto al haber sido removida de su cargo POR TRATARSE UN 
NOMBRAMIENTO DE LIBRE REMOCIÓN, la entidad demandada, no ha 
vulnerado dicho derecho constitucional. Por lo tanto se desechan estos cargos 
(énfasis pertenece al original). 

 
34.4.En relación al derecho a las personas y grupos prioritarios, la Sala determinó 

que: 
 

NO existe violación a este derecho constitucional, puesto que no está demostrado 
que a la hoy accionante se le haya negado el derecho a recibir atención prioritaria 
por parte de la Gobernación de la Provincia (sic) de Loja, pues al tratarse un cargo 
de LIBRE NOMBRAMIENTO Y REMOCIÓN, el señor Gobernador (sic) de la 
Provincia de Loja, lo que ha hecho es aplicar la Ley Orgánica de Servicio Público, 
su Reglamento y la sentencia emitida por la Corte Constitucional en el Caso (sic)  
Nro. 3-19-JP y acumulados de fecha 05 de agosto de 2020, especialmente lo que se 
señala en dicha sentencia en el parágrafo 185, por lo tanto se desechan estos cargos 
(énfasis pertenece al original). 

 
34.5.Por último, en referencia al derecho de las mujeres embarazadas, la Sala cita el 

artículo 43 de la Constitución. Establece que “[e]n el caso subjúdice, NO está 
demostrado por parte de la accionante que el señor Gobernador (sic) de la 
Provincia de Loja, haya realizado algún acto de discriminación en contra de la 
accionante por su estado de embarazo” (énfasis pertenece al original). 

 
35. Finalmente, en el último considerando, que es el décimo quinto, la Sala, con base a lo 

señalado en los subpárrafos anteriores, expone que para emitir su resolución ha tomado 
en cuenta la sentencia 3-19-JP/20, específicamente lo que se establece en sus párrafos 
185, 188 y 210. A partir de esto, rechaza el recurso de apelación interpuesto por la 
accionante y confirma la sentencia de primera instancia. 
 

36. En mérito de lo expuesto esta Corte evidencia que dentro del análisis de la sentencia 
impugnada la Sala sí se pronunció sobre el cargo de la accionante respecto de que la 
Sala no tomó en cuenta lo que se determina en la sentencia 3-19-JP/20. En virtud de 
esto, la Corte no constata que se configure un vicio de incongruencia frente a las partes 
por parte de la Sala, lo que implica que no existe una violación al debido proceso en 
la garantía a la motivación. 
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37. Esta Corte recuerda que lo señalado ut supra, no supone ni un análisis sobre la 

corrección de la motivación de la sentencia impugnada, ni pronunciamiento alguno 
sobre la veracidad o asertividad de dicho argumento y su impacto material y concreto 
sobre la resolución del caso. 

 

6. Decisión 

 
En mérito de lo expuesto, administrando justicia constitucional y por mandato de la 
Constitución, el Pleno de la Corte Constitucional resuelve: 

 
1. Desestimar la acción extraordinaria de protección 3236-21-EP. 

 
2. Disponer la devolución del expediente del proceso al juzgado de origen. 

 
3. Notifíquese y archívese. 

 
 
 
 
 

Alí Lozada Prado 
PRESIDENTE 

 

Razón: Siento por tal, que la sentencia que antecede fue aprobada por el Pleno de la Corte 
Constitucional con seis votos a favor de los jueces constitucionales Karla Andrade 
Quevedo, Carmen Corral Ponce, Enrique Herrería Bonnet, Alí Lozada Prado, Richard 
Ortiz Ortiz y Daniela Salazar Marín; y, tres votos salvados de los jueces constitucionales 
Alejandra Cárdenas Reyes, Jhoel Escudero Soliz y Teresa Nuques Martínez, en sesión 
jurisdiccional ordinaria de jueves 30 de enero de 2025.- Lo certifico. 

 
Firmado electrónicamente 

Aída García Berni 
SECRETARIA GENERAL

ALI VICENTE 

LOZADA PRADO

Firmado digitalmente por 

ALI VICENTE LOZADA 

PRADO
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SENTENCIA 3236-21-EP/25 

 

VOTO SALVADO 

 

Jueza constitucional Teresa Nuques Martínez 

 
1. Con fundamento en los artículos 92 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales 

y Control Constitucional y 38 de la Codificación del Reglamento de Sustanciación de 
Procesos de Competencia de la Corte Constitucional, se formula el presente voto 
salvado con relación a la sentencia 3236-21-EP/25 (“sentencia de mayoría” o 
“decisión de mayoría”) aprobada el 30 de enero de 2025.  

 
2. La decisión de mayoría desestimó la acción extraordinaria de protección presentada 

por Mónica del Cisne Guajala Maldonado (“accionante”), al determinar que la 
sentencia dictada por la Sala Especializada de lo Civil, Mercantil, Laboral, Familia, 
Niñez, Adolescencia y Adolescentes Infractores de la Corte Provincial de Justicia de 
Loja1 (“sentencia impugnada”), no vulneró el derecho al debido proceso en la 
garantía de motivación. 

 
3. La accionante en la demanda de acción extraordinaria de protección alegó, en lo 

principal, que la Sala accionada “no acato [sic] la obligación contenida en el [sic] 
sentencia No. 3-19-JP-20 […] en la que se revisó y examino [sic] la problemática de 
la mujer embarazada con licencias de maternidad o en periodos de lactancia […] con 
contratos de libre remoción, luego de la presentación de varios recursos extraordinarios 
por haber sido notificadas con la terminación de la relación laboral en el sector 
público”. Así, señaló que la Corte, a través de la sentencia 3-19-JP/20, “[e]stableció 
parámetros que deben ser observados tanto por entidades públicas como por 
operadores de jurídicos para garantizar sus derechos”.  

 
4. Al respecto, la sentencia de mayoría indicó que la Sala provincial sí atendió y se 

pronunció sobre lo señalado en la sentencia 3-19-JP/20, siendo este un cargo relevante 
dentro de la acción de protección. En virtud de ello, la mayoría de este Organismo 
determinó que no se configuró el vicio motivacional de incongruencia frente a las 
partes.  

 

                                                 
1 La sentencia fue dictada dentro de la acción de protección 11317-2021-00184, presentada por Mónica del 
Cisne Guajala Maldonado en contra de la Gobernación de la provincia de Loja y la Procuraduría General 
del Estado, argumentando haber sido desvinculada de su cargo como jefa política del cantón Puyango, a 
pesar de haber notificado que se encontraba en estado de embarazo. La parte accionante alegó la vulneración 
de los derechos a la seguridad jurídica, a la igualdad formal y no discriminación, al debido proceso en la 
garantía de motivación, al trabajo y a los derechos de las mujeres embarazadas.  
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5. Ahora bien, quien suscribe el presente voto discrepa con la decisión adoptada en la 
sentencia de mayoría, considerando que el caso in examine ameritaba un abordaje 
desde la línea jurisprudencial desarrollada por esta Corte en materia de estabilidad 
laboral reforzada de mujeres embarazadas y en periodo de lactancia. En este sentido, 
cabe destacar los criterios que desde la jurisprudencia constitucional se han emitido, a 
fin de garantizar la efectiva la protección de los derechos que corresponden a este 
grupo de atención prioritaria. 

 
6. Se debe partir indicando que la CRE, en su artículo 429, prescribe que “[l]a Corte 

Constitucional es el máximo órgano de control, interpretación constitucional y de 
administración de justicia en esta materia”. Por su lado, el artículo 332 ibídem 
reconoce y concede protección y tutela especial a las mujeres embarazadas y en 
periodo de lactancia, garantizando “el acceso y estabilidad en el empleo sin 
limitaciones por embarazo o número de hijas e hijos, derechos de maternidad, 
lactancia, y el derecho a licencia por paternidad”; además, la norma constitucional 
proscribe “el despido de la mujer trabajadora asociado a su condición de gestación y 
maternidad, así como la discriminación vinculada con los roles reproductivos”.  

 
7. Bajo este esquema normativo, en la sentencia 309-16-SEP-CC, la Corte conoció el 

caso que devino de una acción de protección presentada por una mujer embarazada 
que fue cesada por una entidad pública, mientras mantenía un contrato de servicios 
ocasionales. Dicha acción fue concedida en primera instancia, pero el fallo fue 
revocado en apelación. En contra de esta decisión, la afectada presentó acción 
extraordinaria de protección y alegó la vulneración de los derechos constitucionales a 
la igualdad y no discriminación, motivación y seguridad jurídica. El análisis de los 
cargos llevó a esta Magistratura a identificar la protección reforzada de la que gozan 
las servidoras públicas embarazadas y en periodo de lactancia bajo modalidad de 
contrato de servicios ocasionales. De ahí que, la Corte determinó el siguiente sentido 
para el artículo 58 de la LOSEP: 
 

En caso de necesidad institucional se podrá renovar por única vez el contrato de servicios 
ocasionales hasta por doce meses adicionales, salvo el caso de […] personas con 
discapacidad debidamente calificadas por la Autoridad competente y el de las mujeres 

embarazadas y en estado de gestación. En este último caso, la vigencia del contrato 
durará hasta el fin del período fiscal en que concluya su periodo de lactancia, de acuerdo 
con la ley.2 

 

8. Del mismo modo, se estableció la siguiente regla con relación al artículo 146 del 
Reglamento de la LOSEP: 

 

                                                 
2 CCE, sentencia 309-16-SEP-CC, 21 de septiembre de 2016, decisorio 5. 
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Las mujeres embarazadas y en periodo de lactancia que han suscrito un contrato de 
servicios ocasionales con una entidad pública, no podrán ser separadas de sus labores, en 
razón de la aplicación f del artículo 146 del Reglamento General de la Ley Orgánica de 
Servicio Público. Los contratos de servicios ocasionales suscritos entre una mujer 
embarazada o en periodo de lactancia y una entidad pública, podrán terminar únicamente 
por las causales a, b, c, d, e, g, h, e i del artículo 146 del Reglamento General de la Ley 
Orgánica de Servicio Público.3 
 

9. La referida regla jurisprudencial impide la cesación de las funciones laborales a las 
mujeres embarazadas o en periodo de lactancia “[p]or terminación unilateral del 
contrato por parte de la autoridad nominadora […]”, supuesto regulado en la causal f) 
del artículo 146 del Reglamento a la LOSEP.  

 
10. Posteriormente, en la sentencia 3-19-JP/20, la Corte en ejercicio de su facultad revisión 

(i) desarrolló estándares de protección para mujeres embarazadas y en periodo de 
lactancia vinculadas laboralmente al sector público, (ii) desarrolló el derecho al 
cuidado, e (iii) identificó a la sentencia 309-16-SEP-CC como un precedente; sin 
resolver los casos concretos seleccionados. Paralelamente, este Organismo se alejó del 
precedente establecido en la  sentencia 309-16-SEP-CC en cuanto a “la modificación 
del contrato de servicios ocasionales por razones de maternidad y lactancia y al tiempo 
de extensión de la protección hasta la finalización del periodo fiscal”.4 De esta manera, 
consideró que, sin importar la modalidad laboral determinada en la LOSEP -contrato 
de servicios ocasionales, nombramiento provisional o cargos de libre nombramiento y 
remoción-, no se contabilizará la protección especial en atención al cierre del año 
fiscal, sino que durará hasta el final del periodo de lactancia.5 

 
11. En la sentencia 2016-16-EP/21, esta Magistratura reiteró y llamó la “atención a las 

autoridades judiciales respecto de su obligación de respetar y garantizar los derechos 
y estándares de protección de las mujeres embarazadas en contextos laborales […] de 
conformidad con la Constitución y la sentencia No 3-19-JP”.  

 
12. En la misma línea, en la sentencia 2286-17-EP/23, la Corte clarificó los cambios 

realizados por la jurisprudencia respecto del fallo 309-16-SEP-CC, y señaló 
expresamente que la sentencia 3-19-JP/20: 

 
[…] amplió el rango de protección a las modalidades de contratación del servicio público, 
la Corte analizó la situación de la terminación de los contratos de servicios ocasionales 
por el cumplimiento del plazo y consideró los pronunciamientos ya realizados para 
establecer que la terminación de la relación laboral por este motivo se constituye en una 
vulneración de derechos de las trabajadoras embarazadas o en periodo de lactancia puesto 

                                                 
3 Ibid, decisorio 6. 
4 CCE, sentencia 3-19-JP/20 y acumulados, 05 de agosto de 2020, párr. 174. 
5 Ibid, párrs. 169 y 176. 
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que prima ‘su situación especial’.6 
 

13. Luego, en la sentencia 2997-19-EP/23 se reconstruyó el precedente del fallo 309-16-
SEP-CC y la regla jurisprudencial quedó acotada a contratos de servicios ocasionales, 
el siguiente sentido: 

 
Si, (i) una mujer embarazada celebró un contrato bajo la modalidad de servicios 
ocasionales; y, (ii) la entidad empleadora conocía el estado de gravidez de manera previa 
a su desvinculación [Supuesto de hecho], entonces, la entidad no puede dar por terminado 
el contrato hasta el fin del período de lactancia, incluso si se ha cumplido el plazo 
establecido en el contrato [Consecuencia jurídica].7 
 

14. Por otro lado, en la sentencia 2903-19-EP/24, este Organismo determinó el momento 
de inicio de la protección que la estabilidad laboral reforzada dota a las mujeres 
embarazadas; para ello, citando la sentencia 3-19-JP/20,8 se estableció que “la mujer 
embarazada deberá notificar ‘tan pronto tenga conocimiento’ al jefe inmediato, lo cual 
podrá ser realizado de forma escrita o ‘podría realizarse por cualquier otro medio 
disponible’ […] Por lo anterior, resulta claro que la notificación habilita a la entidad 
pública a ejercer sus obligaciones de cuidado”. Además, la Corte razonó que la 
terminación de la relación laboral de una mujer embarazada o en periodo de lactancia, 
debe presumirse discriminatoria si la entidad no demuestra lo contrario. Como otro de 
los puntos relevantes, este fallo reiteró que la sentencia 3-19-JP/20 extendió la 
protección laboral reforzada también para las mujeres vinculadas a través de 
nombramientos provisionales.9 

 
15. En consonancia con lo señalado en el párrafo anterior, en la sentencia 2006-18-EP/24, 

se ratificó la protección laboral reforzada también para los nombramientos 
provisionales, en los siguientes términos: 
 

[…] la protección laboral reforzada de las mujeres embarazadas permite el ejercicio del 
derecho al trabajo y los demás derechos que se derivan de este, para garantizar a su vez, 
una vida digna. En consecuencia, esta Corte debe fallar, en el presente caso, en el 

mismo sentido que en el supuesto de los contratos ocasionales pues garantizar la 

protección laboral reforzada de las mujeres embarazadas, en periodos de 
maternidad y lactancia con nombramientos provisionales, en ambos casos en 

general, no afecta de manera grave los valores de la administración pública y del 

                                                 
6 CCE, sentencia 2286-17-EP/23, 28 de junio de 2023, párr. 67. 
7 CCE, sentencia 2997-19-EP/23, 25 de octubre de 2023, párr. 63. 
8 CCE, sentencia 3-19-JP/20 y acumulados, 05 de agosto de 2020, párrs. 151: “La protección especial para 
las mujeres embarazadas comienza el momento mismo del embarazo. Las obligaciones de cuidado 
comienzan con la notificación del embarazo, para que los obligados ejerzan su rol de cuidado cuando las 
mujeres lo requieran o sus circunstancias de salud así lo ameriten. El conocimiento del embarazo de las 
trabajadoras no es requisito para establecer si existe o no protección especial, sino para determinar la 
obligación de los deberes de cuidado. La falta de conocimiento imposibilita el ejercicio del rol de cuidado 
al empleador o empleadora”. 
9 CCE, sentencia 2903-19-EP/24, 13 de marzo de 2024.  
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ingreso al servicio público. En consecuencia, las instituciones públicas no deben 
desvincular a mujeres embarazadas, en periodos de maternidad o lactancia con 
nombramiento provisional, garantizando el derecho al trabajo, en las mismas condiciones, 
hasta que concluya la licencia por lactancia.10 

Énfasis agregado 
 

16. A partir de lo señalado, es posible definir que la propiedad relevante en el contexto de 
los casos de mujeres embarazadas y en periodo de lactancia en el sector público que 
se rigen por la LOSEP, puede determinarse en relación con la necesidad de protección 
derivada de su situación de vulnerabilidad y de la necesidad de garantizar el principio 
y derecho de igualdad material a este grupo de atención prioritaria, más allá de la 
modalidad de vinculación laboral prevista en dicha norma. Al respecto, esta Corte ha 
mencionado: 
 

46. Este estándar de protección, ha dicho la Corte, “se da frente a la desventaja en la que 
esta condición […] pone [a las mujeres] frente a los hombres dentro de un sistema 
patriarcal. No sólo garantiza a las mujeres la igualdad en el acceso al empleo sino también 
la permanencia. Al garantizar este derecho, los demás derechos de las mujeres 
embarazadas y en periodo de lactancia se refuerzan para su pleno ejercicio”. 
 
47. En el caso de las mujeres embarazadas, en periodo de maternidad y lactancia, el 
derecho al trabajo permite a su vez el ejercicio de los derechos a una remuneración justa, 
a las licencias por maternidad y lactancia, a contar con las facilidades necesarias para la 
recuperación después del embarazo y en el periodo de lactancia, a la seguridad social, a 
la salud de la madre y de su hija o hijo, a la protección y cuidado necesarios de las niñas 
y niños recién nacidos, entre otros. Por tanto, el estándar de protección laboral reforzada 
de las mujeres embarazadas, en periodo de maternidad y lactancia garantiza el ejercicio 
del derecho al trabajo y los demás derechos que se derivan de este.11 

 

17. Con base en lo expuesto, se verifica que a partir de la sentencia de revisión 3-19-JP/20 
la línea jurisprudencial de protección y estabilidad laboral reforzada a mujeres 
embarazadas y en periodo de lactancia, ha evolucionado paulatinamente, teniendo 
como sustento lo establecido en el artículo 332 de la CRE. De esta manera, la suscrita 
jueza constitucional considera que la jurisprudencia constitucional no solo ha elevado 
la protección de las mujeres embarazadas y en periodo de lactancia, sino que, además, 
ha dotado de tangibilidad y mayor eficacia a los derechos que la Constitución les 
reconoce.  

 
18. Siendo así, para quien suscribe el presente voto salvado, la decisión de mayoría debía 

observar en la resolución del caso in examine el desarrollo jurisprudencial que este 

                                                 
10 CCE, sentencia 2006-18-EP/24, 13 de marzo de 2024, párr. 54. 
11 Ibid, párrs. 46 y 47. 



Edición Constitucional Nº 20 - Registro Oficial

45 

Jueves 10 de abril de 2025

 
 

Voto salvado 
Jueza: Teresa Nuques Martínez 

 
 

15 
 

    
            

Organismo ha efectuado sobre los derechos de las mujeres embarazadas y en periodo 
de lactancia.12 En este aspecto, reposan las razones de la disidencia.  

 
 

 
 
 

Teresa Nuques Martínez 
JUEZA CONSTITUCIONAL 

 

Razón: Siento por tal, que el voto salvado de la jueza constitucional Teresa Nuques 
Martínez, anunciado en la sentencia de la causa 3236-21-EP, fue presentado en Secretaría 
General el 05 de febrero de 2025, mediante correo electrónico a las 09:14; y, ha sido 
procesado conjuntamente con la sentencia.- Lo certifico. 

 
Firmado electrónicamente 

Aída García Berni 
SECRETARIA GENERAL

                                                 
12 El objeto de lo señalado en este voto salvado no es necesariamente pretender extender la protección a la 
estabilidad laboral reforzada a las mujeres embarazadas y en periodo de lactancia que ejercen cargos de 
libre nombramiento y remoción, sino que radica en atender la dimensión constitucional que podría estar 
implícita en el caso analizado.  

HILDA TERESA 

NUQUES 

MARTINEZ

Firmado 

digitalmente por 

HILDA TERESA 

NUQUES MARTINEZ



Edición Constitucional Nº 20 - Registro Oficial

46 

Jueves 10 de abril de 2025
 
 

Voto salvado 
Juez: Jhoel Escudero Soliz 

 
 

16 
 

    
            

SENTENCIA 3236-21-EP/25 

 

VOTO SALVADO 

 

Juez constitucional Jhoel Escudero Soliz 

 

1. En sesión del Pleno del día 30 de enero de 2025, la Corte Constitucional aprobó con 
voto de mayoría la sentencia 3236-21-EP/25. Dicha decisión resolvió negar la acción 
extraordinaria de protección presentada por Mónica del Cisne Guajala Maldonado 
(“accionante”) en contra de la sentencia dictada el 19 de octubre de 2021 (“sentencia 

impugnada”) por la Sala Especializada de lo Civil, Mercantil, Laboral, Familia, 
Niñez, Adolescencia y Adolescentes Infractores de la Corte Provincial de Justicia de 
Loja (“Sala Provincial”). 

 

2. En su demanda de acción extraordinaria de protección la accionante argumentó que su 
destitución se basó en una interpretación inadecuada de la sentencia 3-19-JP/20. A su 
criterio, esta decisión reconoce la estabilidad laboral de mujeres embarazadas que 
ocupan un cargo de libre remoción, por lo que no podía ser desvinculada por la 
Gobernación de la provincia de Loja (“Gobernación”).  

 
3. La sentencia de mayoría analizó este cargo a partir de un posible vicio motivacional 

de incongruencia frente a las partes, al no haber respondido la sentencia impugnada un 
argumento relevante planteado por la accionante. La sentencia de mayoría concluyó 
que la alegación sobre inadecuada aplicación de la sentencia 3-19-JP/20 por parte de 
la Gobernación es un argumento relevante, pues podría haber llevado a una resolución 
diferente del caso. Tras analizar la sentencia impugnada, concluyó que la Sala 
Provincial sí se pronunció sobre el cargo de la accionante respecto de que la Sala 
Provincial no tomó en cuenta lo señalado en la sentencia 3-19-JP/20. Por tanto, 
concluyó que no se configuró el vicio motivacional analizado y, en consecuencia, 
desestimó la acción extraordinaria de protección. 

 

4. Respetuosamente, discrepo del criterio de la mayoría por las razones que paso a 
exponer a continuación y, al amparo del artículo 92 de la LOGJCC, formulo el 
siguiente voto salvado. 

 

1. Análisis 

 
5. En el presente voto salvado sostendré que la Sala Provincial vulneró el derecho al 

debido proceso en la garantía de la motivación por no haber cumplido con el estándar 
de suficiencia en garantías jurisdiccionales, al no haber realizado un análisis de las 
vulneraciones de derechos y haber omitido esta obligación al resolver una acción de 
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protección respecto a los derechos de una persona que pertenece a un grupo de atención 
prioritaria, particularmente, a la protección reforzada que tiene una mujer embarazada 
en el ámbito laboral de las entidades públicas. 

 
6. A criterio de la accionante, la protección laboral reforzada a mujeres embarazadas era 

aplicable a su caso pues, si bien ocupaba un cargo de libre remoción, se encontraba en 
estado de gravidez y la sentencia 3-19-JP/20 estableció la protección laboral de 
mujeres embarazadas que ocupan este tipo de cargos. Por ello, dado que la 
Gobernación tenía conocimiento de su embarazo de ocho meses, su desvinculación 
vulneró esta protección constitucional establecida en su favor. Con base en estos 
argumentos, la Sala Provincial planteó como problema jurídico si la remoción de la 
accionante de su cargo de jefa política vulneró sus derechos a la seguridad jurídica, 
igualdad y no discriminación, al trabajo y los derechos de las personas y grupos de 
atención prioritaria.  
 

7. Para resolver el problema jurídico la sentencia impugnada reseña el contenido de los 
párrafos 182 a 185 de la sentencia 3-19-JP/20. Además, establece que, de conformidad 
con el párrafo 188 de aquella sentencia, la trabajadora embarazada que ha sido 
desvinculada “[…] no pierde su derecho a recibir una compensación económica hasta 
que finalice su periodo de lactancia, además de la liquidación que por ley le 
corresponda […]”. Posteriormente, concluye que “[…] a criterio de este Tribunal NO 
se ha violentado el derecho a la igualdad formal, material y no discriminación en contra 
de la […]” accionante.  

 
8. Sobre el derecho al trabajo reseña varias disposiciones constitucionales y determina 

que el cargo de jefa política es de libre remoción por lo que no está “protegido” por la 
Ley Orgánica del Servicio Público (“LOSEP”). Tras citar varios artículos de la 
LOSEP sobre la cesación de funciones, concluye que no existe una vulneración al 
derecho al trabajo. 

 
9. En cuanto al derecho de las personas y grupos de atención prioritaria, la Sala Provincial 

cita la Constitución, y determina que: 
 
En el caso en análisis a criterio de este Tribunal NO existe violación a este derecho 
constitucional, puesto que no está demostrado que a la hoy accionante se le haya negado 
el derecho a recibir atención prioritaria por parte de la Gobernación de la Provincia de 
Loja, pues al tratarse un cargo de LIBRE NOMBRAMIENTO Y REMOCIÓN, el señor 
Gobernador de la Provincia [sic] de Loja, lo que ha hecho es aplicar la Ley Orgánica de 
Servicio Público, su Reglamento y la sentencia emitida por la Corte Constitucional en el 
Caso Nro. 3-19-JP- y acumulados de fecha 05 de agosto de 2020, especialmente lo que 
se señala en dicha sentencia en el parágrafo 185, por lo tanto se desechan estos cargos. 
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10. Finalmente, sobre la protección de los derechos de las mujeres embarazadas, la 
sentencia impugnada cita el artículo 43 de la Constitución y concluye que en el caso 
de origen no “[…] está demostrado por parte de la accionante que el señor Gobernador 
de la Provincia [sic] de Loja, haya realizado algún acto de discriminación en contra de 
la accionante por su estado de embarazo […]”. Por tanto, rechazó la acción de origen. 

 
11. En atención a estas consideraciones de la Sala Provincial, a mi criterio, los cargos de 

la acción extraordinaria de protección debieron ser reconducidos y analizados bajo el 
vicio motivacional de insuficiencia.  

 
12. En el análisis de este problema jurídico, esta Corte debió considerar que su 

jurisprudencia ha establecido que la motivación exige que las autoridades judiciales 
realicen “[…] un profundo análisis acerca de la real existencia de la vulneración de 
derechos constitucionales, sobre la real ocurrencia de los hechos del caso concreto 
[…]”.1 Por tanto, la suficiencia de una decisión emitida en garantías jurisdiccionales 
reviste un estándar mayor al exigir que la autoridad judicial analice las posibles 
vulneraciones alegadas y brinde contestación para determinar si se configura o no una 
vulneración de derechos constitucionales. 
 

13. Así, al analizar la alegada vulneración a la garantía de la motivación en casos referentes 
a mujeres desvinculadas de sus trabajos en el sector público, y que hayan estado 
embarazadas o en periodo de lactancia, la jurisprudencia de esta Corte ha verificado 
que las autoridades judiciales aborden los cargos planteados y consideren a este 
problema como fundamental para su resolución. Correspondía entonces analizar el 
contenido de la sentencia impugnada para verificar si la Sala Provincial realizó el 
análisis de las vulneraciones alegadas en relación con la situación específica de los 
derechos de las mujeres embarazadas o en lactancia como grupo de atención 
prioritaria. 

 
14. A mi criterio, el análisis de la Sala Provincial, reseñado en los párrafos 7 a 10 de este 

voto salvado, no se configura como una evaluación real de los cargos específicos 
presentados por la accionante para sustentar la vulneración de derechos alegada.  
 

15. Específicamente, en cuanto a la protección laboral reforzada, la sentencia impugnada 
se limitó a citar normativa constitucional para concluir que, debido a la naturaleza del 
cargo que ocupaba la accionante, las disposiciones infra legales citadas no le otorgaban 
esa protección. De este modo, la Sala Provincial inobservó la situación de 
vulnerabilidad que ostentaba una mujer embarazada, y omitió justificar y explicar por 

                                                 
1 CCE, sentencia 001-16-PJO-CC, 22 de marzo de 2016, pág. 23; sentencia 1158-17-EP/21, 20 de octubre 
de 2021, párr. 103.1; sentencia 1285-13-EP/19, 04 de septiembre de 2019, párr. 28. 
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qué no se configuró la vulneración del derecho a la protección laboral reforzada 
alegado por la accionante. 
 

16. Por lo expuesto, considero que la sentencia de mayoría debió aceptar la acción 
extraordinaria de protección y realizar un control de mérito del proceso de garantías 
jurisdiccionales de origen, a efectos de aplicar la jurisprudencia de esta Corte en 
materia de protección laboral reforzada.  

 

 
 
 
 
 

Jhoel Escudero Soliz 
JUEZ CONSTITUCIONAL 

 

Razón: Siento por tal, que el voto salvado del juez constitucional Jhoel Escudero Soliz, 
anunciado en la sentencia de la causa 3236-21-EP, fue presentado en Secretaría General 
el 12 de febrero de 2025, mediante correo electrónico a las 16:34; y, ha sido procesado 
conjuntamente con la sentencia.- Lo certifico. 

 
Firmado electrónicamente 

Aída García Berni 
SECRETARIA GENERAL



JHOEL MARLIN 

ESCUDERO SOLIZ
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SENTENCIA 3236-21-EP/25 

 

VOTO SALVADO 

 

Jueza constitucional Alejandra Cárdenas Reyes  

 
1. Con fundamento en los artículos 92 y 93 de la Ley Orgánica de Garantías 

Jurisdiccionales y Control Constitucional y el artículo 38 del Reglamento de 
Sustanciación de Procesos de Competencia de la Corte Constitucional, 
respetuosamente presento un voto salvado respecto de la decisión adoptada por 
mayoría en sentencia 3236-21-EP/25, aprobada en la sesión de Pleno de 30 de enero 
de 2025. 

 
2. El proceso de origen fue planteado por Mónica del Cisne Guajala Maldonado, quien 

presentó una acción de protección en contra de la Gobernación de la provincia de Loja 
(“Gobernación”) y de la Procuraduría General del Estado (“PGE”). La accionante 
alegó que sus derechos a la seguridad jurídica, igualdad formal y no discriminación, al 
debido proceso en la garantía de la motivación, al trabajo y a los derechos de las 
mujeres embarazadas fueron vulnerado por la decisión de desvincularla de su cargo de 
jefa política del cantón Puyango a pesar de haber notificado que se encontraba 
embarazada. La acción de protección fue rechazada en las dos instancias.  

 
3. La Sala Especializada de lo Civil, Mercantil, Laboral, Familia, Niñez, Adolescencia y 

Adolescentes Infractores de la Corte Provincial de Justicia de Loja (“Corte 

Provincial”) estimó, entre otras cosas, que la accionante no demostró que se haya 
realizado un acto de discriminación por parte de la Gobernación por su estado de 
embarazo y que se aplicaron los párrafos 183 a 185 y 188 de la sentencia 3-19-JP/20.  

 
4. La accionante alegó que la Corte Provincial no aplicó en su resolución la sentencia 3-

19-JP/20, que era aplicable a su caso y obligaba a la judicatura a valorar su estado de 
embarazado, así como analizar el caso en el marco del párrafo 185 de dicha sentencia 
y no en el párrafo 184. Al no haber motivado su sentencia, a la luz de los párrafos 
pertinentes de la decisión 3-19-JP/20, la accionante alega que se vulneraría su derecho 
a la tutela judicial efectiva.   

 
5. A mi parecer, lo anterior ameritaba la reconducción y formulación de un problema 

jurídico relacionado con la vulneración del derecho a la seguridad jurídica de la 
accionante, por la presunta inobservancia de los párrafos 184 y 185 de la sentencia 3-
19-JP/20. Considero que la sentencia debió abordar este cargo a la luz de las siguientes 
consideraciones. 

 



Edición Constitucional Nº 20 - Registro Oficial

51 

Jueves 10 de abril de 2025

 
 

Voto salvado 
Jueza: Alejandra Cárdenas Reyes 

 
 

21 
 

    
            

A. Inobservancia de la sentencia 3-19-JP/20 respecto de funcionarias 

embarazadas de libre nombramiento y remoción 

 
6. Este Organismo ha establecido que, cuando se trata de inobservancia de precedentes 

vinculantes por parte de las y los operadores de justicia, “esta constituye en sí misma 
una afectación a preceptos constitucionales susceptible de ser examinada a la luz del 
derecho a la seguridad jurídica”.1 

 
7. En función de la alegación de la accionante, la Corte Provincial habría inobservado los 

parámetros establecidos en la sentencia 3-19-JP/20 y acumulados al evadir lo dispuesto 
en dicho fallo, respecto que no se puede desvincular a una mujer embarazada “por 
expresa disposición de la sentencia de la Corte Constitucional”. 

 
8. En este sentido, con el fin de analizar si se incumplió un precedente constitucional, 

esta Corte debía determinar los siguientes elementos: i) si la decisión que se alega 
como inobservada contiene un precedente constitucional; y, ii) si el precedente era 
aplicable al caso bajo análisis. 

 
9. A la luz de lo establecido en el artículo 2.3 de la LOGJCC, este Organismo ha 

establecido que los precedentes emanados de las sentencias y dictámenes de la Corte 
Constitucional tienen efectos vinculantes y deben ser observados tanto por este 
Organismo como por las demás autoridades jurisdiccionales. 

 
10. El precedente de las sentencias constitucionales, como criterios jurisprudenciales de 

carácter vinculante, es una fuente de derecho de origen judicial. De manera general, la 
observancia de los precedentes es susceptible de ser exigida constitucionalmente 
cuando se tratan de precedentes en sentido estricto. De conformidad con la sentencia 
109-11-IS/20, el precedente en sentido estricto se encuentra en el núcleo de la ratio 

decidendi, y se representa como una regla en que “el decisor subsume los hechos del 
caso concreto para, inmediatamente, extraer la decisión”.2 Es decir, los precedentes en 
sentido estricto son tal en tanto la regla que generan resuelven el caso en cuestión. 

 
11. Ahora bien, este Organismo observa que la sentencia 3-19-JP/20 y acumulados fue 

dictada en el marco de un proceso de selección y de revisión para el desarrollo de 
jurisprudencia vinculante (precedente de carácter erga omnes). En la sección de 
competencia de la sentencia se determina que se establecen “nuevos criterios”, de 
modo que se confirman las sentencias seleccionadas y en el decisorio de la misma, se 
determina que los criterios establecidos en la sentencia tendrán efectos para los 

                                                 
1 CCE, sentencias 1797-18-EP/20, 16 de diciembre de 2020, párr. 45; 1499-18-EP, 9 de agosto de 2023, 
párr. 23. 
2 CCE, sentencia 109-11-IS/20, 26 de agosto de 2020, párr. 23. 
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casos que se presenten después de su expedición; y se confirman las decisiones de 
las acciones de protección de origen –salvo aquellas que se relacionen con la 
interposición de otras acciones constitucionales–. Incluso, de acuerdo con la lectura de 
las sentencias impugnadas, es posible notar que para las y los jueces de instancia la 
sentencia en cuestión desarrolla criterios vinculantes a partir de los cuales han 
analizado el caso concreto para determinar si se configura o no una vulneración de 
derechos constitucionales. 

 
12. En la sentencia 3-19-JP/20 y acumulados, este Organismo desarrolló el contenido de 

los derechos de las mujeres embarazadas y en periodo de lactancia que fueron 
desvinculadas de sus puestos de trabajo en el contexto laboral público, a partir de la 
revisión de los casos seleccionados.3 Aunque la sentencia incluye varios criterios 
jurisprudenciales que, si bien no constituyen “precedentes en sentido estricto” tal como 
se ha conceptualizado este término en la sentencia 109-11-IS/20, son vinculantes y 
gravitan sobre los casos futuros que reúnan las mismas condiciones fácticas, en virtud 
de las razones señaladas supra. Por eso, su desconocimiento vulnera el derecho a la 
seguridad jurídica y puede ser justiciado en el marco de una acción extraordinaria de 
protección. 

                                                 
3 En la sentencia 3-19-JP/20 y acumulados, los casos seleccionados fueron revisados por esta Corte para 
“comprender situaciones recurrentes de violaciones a los derechos de las mujeres embarazadas y en período 
de lactancia”. Entre los casos que fueron revisados se encuentran, entre otros, los que se detallan a 
continuación: 
a) Caso 15-19-JP: María Viviana Leguizamón Rodas, con cargo de libre remoción en el Instituto de 

Investigación, Capacitación y Promoción Político Electoral del Consejo Nacional Electoral, obtuvo 
licencia sin remuneración para el cuidado de su hijo recién nacido (del 1 de noviembre al 31 de 
diciembre de 2017). El 11 de diciembre de 2017 fue removida de su cargo. 

b) Caso 21-19-JP: María Salomé Córdova Viteri, con cargo de libre remoción en la Universidad Nacional 
de Educación. El 1 de julio de 2018 solicitó licencia por maternidad. El 29 de agosto de 2018 fue 
notificada la terminación de su cargo, y la propuesta de que asuma el cargo de directora administrativa. 

c) Caso 23-19-JP: María Cristina Espinoza Salguero, con cargo de libre remoción en el GAD de Baba. El 
4 de mayo de 2018 dio aviso de su embarazo. El 14 de mayo de 2018 fue removida de su cargo. 

d) Caso 65-19-JP: María Gabriela Román Suárez, con cargo de libre remoción en la Dirección de 
Información, Seguimiento, y Evaluación de la Coordinación General de Gestión Estratégica 
perteneciente a la Coordinación General de Gestión Estratégica del Ministerio de Agricultura. El 16 de 
agosto de 2017 dio aviso de su embarazo. El 21 de agosto de 2018 se nombró a un nuevo ministro de 
Agricultura. El 22 de agosto de 2018 fue notificada la aceptación de su renuncia sin que la haya 
presentado. 

e) Caso 215-19-JP: María Magdalena Cobo Suárez, con cargo de libre remoción en la Procuraduría 
General del Estado. Mientras se encontraba en período de lactancia fue cesada de sus funciones. 

f) Caso 229-19-JP: Katherine del Rocío Ortíz Navarro, con cargo de libre remoción en el Ministerio de 
Educación. El 6 de junio de 2018 solicitó licencia para el cuidado de su hija recién nacida. El 1 de agosto 
de 2018 fue cesada de sus funciones. 

g) Caso 307-19-JP: Erika Alexandra Cabezas González, con cargo de libre remoción en el GADMC 
Penipe. El 10 de noviembre de 2018 solicitó vacaciones por riesgo de aborto. El 23 de noviembre de 
2018, la Alcaldesa de Penipe dispuso su cambio de puesto. 

h) Caso 390-19-JP: Cristina Alexandra Flores Calvopiña, con cargo de libre remoción en el Consejo 
Nacional Electoral. El 18 de junio de 2018 solicitó permiso para el cuidado de su hijo recién nacido. El 
5 de septiembre de 2018 fueron cesados los consejeros del Consejo Nacional Electoral. El 1 de octubre 
de 2017 fue cambiada de cargo. 
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13. Además, las sentencias de la Corte Constitucional tienen la virtualidad de generar 

jurisprudencia vinculante, que implica la emisión de criterios provenientes de la 
interpretación jurisdiccional de esta Magistratura y que guían la práctica de los 
operadores jurídicos y la adjudicación en casos futuros, con miras a la uniformidad en 
la aplicación del derecho. De ahí que esta jurisprudencia vinculante tenga como fin 
garantizar la previsibilidad, la coherencia y la confianza legítima de los ciudadanos 
respecto del derecho jurisprudencial. 

 
14. En el análisis de los casos seleccionados, la sentencia 3-19-JP/20 y acumulados 

establece algunas formas en las que se pueden violar los derechos de las mujeres 
embarazadas, en periodo de lactancia y cuidado, cuando son removidas de sus cargos. 
A partir de ello, a lo largo del contenido de la sentencia, se establecen criterios 
relacionados con la desvinculación de estas personas de sus puestos de trabajo en el 
contexto de distintas modalidades de trabajo en el sector público.  Dentro de estas 
modalidades, la sentencia se refiere, entre otras, a los cargos de libre nombramiento y 
remoción (párr. 182 al 185 de la sentencia). Es sobre este punto específico que la 
accionante centra su argumentación. 

 
15. Al respecto, en cuanto al primer elemento referido en el párrafo 8 supra, se observa 

que, como interpretación del ordenamiento jurídico, en el párrafo 185 de la decisión la 
Corte planteó el siguiente criterio jurisprudencial: 

 
185. Cuando se trata de una nueva administración o de una nueva autoridad que tiene la 
potestad de designar a personas de libre remoción, la autoridad nominadora procurará 
contar con el trabajo de la persona bajo protección especial. Si no fuere posible, hasta 
un período máximo de 30 días, contados a partir de la posesión del funcionario con dicha 
potestad, se podrá terminar la relación laboral sin que exista la obligación de la 
compensación por cuidado. Transcurrido ese plazo, se estará a lo dispuesto en el párrafo 
anterior. [Énfasis añadido] 

 
16. De lo expuesto, se advierte que la Corte Constitucional, sobre los cargos de libre 

nombramiento y remoción, desarrolló criterios vinculantes que versan sobre el 
supuesto en el que existe una nueva administración o autoridad con potestad de 
designar a personas de libre remoción. Así, este Organismo, estableció que: i) que la 
autoridad nominadora de la nueva administración procure que la persona bajo 
protección especial continúe en su cargo o trabajo. ii) En caso de que no sea posible 
contar con el trabajo de la persona bajo protección especial, se permite la terminación 
de la relación laboral bajo ciertas condiciones: a) en un periodo máximo de 30 días, 
contados desde la posesión de la nueva autoridad, para la terminación de la relación 
laboral sin la obligación de compensación por cuidado; b) después de los 30 días, 
existe el derecho a la compensación del derecho a cuidado.  
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17. Dado lo anterior, observo que en el proceso de origen los hechos se adecúan a aquellos 

que se proponen en la sentencia 3-19-JP/20 dado que la accionante tenía un 
nombramiento de libre remoción como jefa política, que puso en conocimiento de la 
Gobernación que se encontraba embarazada y que, de forma posterior, fue notificada 
con la remoción de su cargo.  

 
18. Dentro del análisis de la Corte Provincial, se debía tomar en cuenta que el párrafo 185 

de la sentencia 3-19-JP/20 indica que: “la autoridad nominadora procurará contar con 
el trabajo de la persona bajo protección especial”. Esto implica que, en su sentencia, 
la Corte Provincial debía observar el criterio vinculante de, como obligación mínima, 
revisar si se procuró o no contar con el trabajo de la accionante. En consecuencia, 
desde mi análisis, existe una inobservancia por parte de la Corte Provincial del criterio 
vinculante contenida en la sentencia constitucional referida. Esta constituye per se una 
violación autónoma del derecho a la seguridad jurídica de la accionante al tratarse de 
la inobservancia de un criterio vinculante desarrollado en la sentencia 3-19-JP/20 y 
acumulados. 

 
19. De igual forma, dada la vulneración del derecho a la seguridad jurídica, considero que 

lo que cabía en este caso era verificar si se cumplía con los requisitos para entrar a 
analizar el mérito del caso,4 que a mi criterio, sí se cumplen. Lo anterior, debido a que: 
i) en el proceso de origen se observan hechos que podrían constituir una vulneración 
de derechos constitucionales, específicamente la seguridad jurídica y la protección 
especial de las mujeres embarazadas y el derecho al trabajo; ii) el caso no habría sido 
seleccionado por este Organismo para su revisión y, iii) el caso cumple con el criterio 
de una posible inobservancia de precedentes vinculantes de la Corte Constitucional, 
relacionados con la protección laboral reforzada de las mujeres embarazadas.  

 
20. Por lo anterior, estimo que en el caso bajo estudio existió una vulneración de derechos, 

específicamente al derecho a la seguridad jurídica por inobservancia de lo indicado en 
la sentencia 3-19-JP/20, y que se debía proceder con el examen de mérito por lo 
considerado en el párrafo supra.  

 
 

 
 
 

Alejandra Cárdenas Reyes                  
JUEZA CONSTITUCIONAL          

                                                 
4 CCE, sentencia 176-14-EP/19, 16 de octubre de 2019, párr. 50.  
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Razón: Siento por tal, que el voto salvado de la jueza constitucional Alejandra Cárdenas 
Reyes, anunciado en la sentencia de la causa 3236-21-EP, fue presentado en Secretaría 
General el 13 de febrero de 2025, mediante correo electrónico a las 15:14; y, ha sido 
procesado conjuntamente con la sentencia.- Lo certifico. 

 
Firmado electrónicamente 

Aída García Berni 
SECRETARIA GENERAL 



AIDA SOLEDAD GARCIA BERNI
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Caso Nro. 3236-21-EP

 

 

RAZÓN.- Siento por tal, que el texto de la sentencia que antecede fue suscrito el día martes

dieciocho de febrero de dos mil veinticinco por el presidente de la Corte Constitucional, Alí

Lozada Prado; el día miércoles diecinueve de febrero de dos mil veinticinco los votos salvados

del jueza constitucional Jhoel Escuderos Soliz y la jueza constitucional Alejandra Cárdenas

Reyes; el día viernes veintiuno de febrero de dos mil veinticinco el voto salvado de la jueza

constitucional Teresa Nuques Martínez, luego del procesamiento de las observaciones

recogidas en la sesión respectiva.- Lo certifico.-

 

  

Documento firmado electrónicamente. 

 

CYNTHIA PAULINA SALTOS CISNEROS 

SECRETARIA GENERAL DE LA CORTE CONSTITUCIONAL (S)

 

323621EP-7a604



CYNTHIA PAULINA

SALTOS CISNEROS
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          

            














     
  
          


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             
           

               

   
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




               
 


            




             
     





               





    
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


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

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              



           



      

 
   





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
     


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              



 

         
           



 
               



 



   





             



              




 
          













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






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 









 



         
            







 









            


         




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
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

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








 





            
      




             





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
           










           

          



       

           



 








            







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         






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


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
           
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          





             
         


      


 



 


         




          


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          

           





 




           







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 





   


           




               
           





 

        



          






 





 

         

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        
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



            
        
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
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           
       
          




 

          


            










 




 
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







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         
          
       


          
           




 
          
         
       
         



   




              



 







 



 
              


         

          

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

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

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



 









 


            
         

           




 
              




 

      



      
       
     
     





      
      

     





             
 
           
            
            
              




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      
     
    
      


    

   
       
    

       

       
    

       

      





      
    
   
     

     








         

           
            

            

           


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







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            
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
 

         
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             




á́



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







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          




            






 





 


           


          
           



 

            

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            




 











             
               
           

               
    




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

 
        

           
           
          

            
  



 

           
     
            

           




 
        
          






               






                

            


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          
          
             
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           
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   
             
           


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
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

              









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







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 

            


        

      
         



 


   
          



            


             
          




 





 

          
    
  
   
             



               
             


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
            



            

      



 

            

          
          



 
     

          
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
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             

             
 
 






 



          
          












Edición Constitucional Nº 20 - Registro Oficial

85 

Jueves 10 de abril de 2025





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

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
          






           


















           









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



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

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
























         



















             





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





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              
           




 

              
            
         
              

            



            



  
 
           
         



 





            
   
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




 



             

  



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            
           
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
             




 
 

  
  
  


  


  

  
  


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
 


             





 


          



     

              

       
            



 



            




           



 



            
            



 



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            
          
            
          
     


             



 

 













            











JHOEL MARLIN 

ESCUDERO SOLIZ



AIDA SOLEDAD GARCIA BERNI
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Caso Nro. 0054-18-IN
 

 

RAZÓN.- Siento por tal, que el texto de la sentencia y el  voto salvado que antecede fue

suscrito el día lunes veinticuatro de febrero de dos mil veinticinco luego del procesamiento de

las observaciones recogidas en la sesión respectiva.- Lo certifico.-
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